CONTRATO DE OBRA PÚBLICA  ̶   Plazo de ejecución  
Los contratos de la administración contienen un plazo de ejecución que resulta de obligatorio cumplimiento para las partes, dada la importancia que revisten los fines estatales a cuya consecución aquellos apuntan, así como la continua y eficiente prestación de los servicios públicos a cargo del Estado y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con la administración en la consecución de dichos fines (art. 3º, L. 80 de 1993). Es decir que es el interés público el que se halla involucrado en su objeto y además, el plazo del contrato, para el contratista, constituye un factor a tener en cuenta al momento de elaborar su oferta y calcular, dentro de ella, el valor a proponer. Por ello, la debida observancia de los plazos figura entre las obligaciones esenciales de ambas partes contratantes, ya se trate de la obligación principal o de obligaciones parciales o accesorias que, a su vez, permitirán el cumplimiento de la obligación principal.

De tal manera que las prestaciones acordadas en el negocio jurídico deben ejecutarse dentro de los límites temporales pactados en el mismo, lo que significa que el contratista debe entregar la obra, bien o servicio antes del vencimiento del término acordado y que la entidad, así mismo, debe proceder a efectuar los pagos y a cumplir con las demás obligaciones a su cargo, en la forma y tiempo acordados. 

CONTRATO DE OBRA PÚBLICA  ̶   Plazo de ejecución  ̶  Circunstancias  ̶  
No obstante, en algunas ocasiones se presentan circunstancias –previsibles o no, imputables o no a alguna de las partes- que conducen a la paralización temporal en la contabilización del plazo contractual para que éste deje de correr, que es precisamente en lo que consisten las llamadas suspensiones del contrato que acuerdan las partes mediante la suscripción de actas, cuando materialmente, por alguna razón, no se pueden ejecutar las prestaciones contractuales en la forma y plazos acordados y hasta cuando se implementen las soluciones necesarias para reiniciar la ejecución, lo que se traduce, en la práctica, en una prolongación del vínculo contractual más allá de lo previsto y acordado inicialmente en el 

INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO – Ejecución del contrato – No pago de lo acordado

[…] La obligación de pago a cargo de la administración no puede estar condicionada a que existan recursos para ello, puesto que, de un lado, la causa de la obligación que asume el contratista está constituida precisamente por la expectativa de los ingresos que obtendrá a partir de la ejecución de las prestaciones objeto del contrato y de otro lado, no le corresponde al contratista asumir las consecuencias de las dificultades administrativas que se presenten al interior de la entidad contratante en relación con la consecución de los recursos destinados al cumplimiento de sus propias obligaciones, ni puede la entidad hacer recaer sobre su contratista, las consecuencias del incumplimiento de obligaciones de las que ella sea acreedora, en el ámbito de otros negocios jurídicos. 

Cuando la entidad estatal se obliga a través de un contrato a pagar el valor de las prestaciones que ejecutará su contratista, está en el deber de tomar todas las previsiones necesarias y las medidas tendientes a garantizar que contará con los recursos destinados al cumplimiento oportuno de su obligación, es por ello que la ley exige, de manera expresa, como requisito de ejecución de los contratos (artículo 41, Ley 80 de 1993), que éstos cuenten con el debido registro presupuestal, de tal forma que no se permita la ejecución de prestaciones para cuyo pago no existan recursos. Por lo tanto, si llegado el momento de cancelar las cuentas la administración no honra su compromiso por carecer de fondos, estará incurriendo en un evidente incumplimiento contractual que hace surgir su responsabilidad. 
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Apelación sentencia acción contractual

Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño el 20 de abril de 2001, por la cual negó las pretensiones de la demanda (fls. 348 a 368, cdno. ppl). 

ANTECEDENTES

I. Síntesis del caso 

1. El municipio de La Florida (Nariño) celebró un contrato de obra pública con el señor Jesús Alberto Garzón Barahona para la construcción de la planta de tratamiento del acueducto municipal, contrato que fue suspendido en 3 ocasiones por razones imputables a la administración, quien primero suspendió el contrato por cambio del sitio en el que debían ser construidas las obras, al considerar inconveniente adelantarlas en el lugar inicialmente previsto, con lo cual evidenció el incumplimiento de su deber legal de planeación en materia de contratación; luego, suspendió el contrato dos veces por no contar con los recursos para cancelar las obras ejecutadas por el contratista, con lo cual incurrió en incumplimiento de sus obligaciones contractuales y le ocasionó perjuicios al demandante, por el no pago de la totalidad de las actas de obra ejecutada y las actas de reajuste, que le deben ser indemnizados. 

II. Lo que se demanda

2. El 15 de febrero de 1999, a través de apoderado debidamente constituido y en ejercicio de la acción contractual consagrada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, el señor Jesús Alberto Garzón Barahona presentó demanda en contra del municipio de La Florida (Nariño), cuyas pretensiones fueron (fls. 2 a 18):

1. Declarar que el ente municipal denominado municipio de LA FLORIDA-NARIÑO, de acuerdo a los hechos relacionados acápites atrás ha incumplido el contrato de obra signado con el No. 19, cuyo objeto es, LA CONSTRUCCIÓN DE PLANTA DE TRATAMIENTO Y ACUEDUCTO MUNICIPAL, suscrito por mi mandante en condición de CONTRATISTA, Ing. JESÚS ALBERTO GARZÓN BARAHONA.

2. Como consecuencia de la anterior determinación, se proceda a dar por terminado o se decrete la resolución del contrato de obra atrás puntualizado.

3. Una vez declarada la resolución del contrato, se proceda a liquidar el mismo y para lo cual se tenga en cuenta los siguientes guarismos que se cuantifican hasta la fecha de presentación de esta demanda, causados por NEGLIGENCIA E IMPRECISIÓN del ente municipal demandado, que deberán ser reparados o indemnizados a mi poderdante:

SALDO ACTA PARCIAL DE OBRA No. 03:
DIECIOCHO MILLONES QUINIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL DOCE PESOS ($18’598.012.oo).

Fecha de presentación: AGOSTO 08 DE 1998.

Interés bancario corriente: Arroja un quantum de SIETE MILLONES DOSCIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL SEISCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS ($7’252.656.oo), hasta la presentación de esta demanda. (DE ACUERDO A CERTIFICACIÓN SUPERBANCARIA).

Corrección monetaria: Arroja un quantum de UN MILLÓN SETECIENTOS TREINTA Y CINCO MIL QUINIENTOS SETENTA Y CINCO PESOS ($1’735.575.oo). (DE ACUERDO A CERTIFICACIÓN EMANADA DE BANREPÚBLICA).

Reajustes: Se determina en la suma de NOVECIENTOS VEINTICUATRO MIL VEINTISEIS PESOS ($ 924.026.oo). (DE ACUERDO A LOS ÍNDICES DE CAMACOL). Monto al cual se le aplica el interés bancario corriente y resulta un valor de CUATROCIENTOS CATORCE MIL SETENTA Y SEIS PESOS ($414.076.oo), y una corrección monetaria por un valor de NOVENTA Y NUEVE MIL CIENTO SEIS PESOS ($99.106.oo). Sumas cuantificadas a 31 de enero de 1999, y que serán actualizados a la fecha de resolución del contrato.

VALOR CUANTIFICADO POR ACTA FINAL:

DIECIOCHO MILLONES QUINIENTOS OCHENTA Y UN MIL OCHOCIENTOS VEINTISIETE PESOS ($18’581.827.oo) ya descontado la totalidad de amortización al anticipo.

Fecha de presentación: NOVIEMBRE 10 DE 1988.

Interés bancario corriente: Arroja un quantum de DOS MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA Y TRES MIL QUINIENTOS CINCO PESOS ($2’683.505.oo), hasta la presentación de esta demanda. (DE ACUERDO A CERTIFICACIÓN SUPERBANCARIA).

Corrección monetaria: Arroja un quantum de QUINIENTOS SESENTA Y SEIS MIL CIENTO CINCUENTA Y SIETE PESOS ($566.157.oo) (DE ACUERDO A CERTIFICACIÓN EMANADA DE BANREPÚBLICA).

Reajustes: Se determina en la suma de DOS MILLONES CUATROCIENTOS OCHENTA Y OCHO MIL NOVECIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($2’488.978.oo). (DE ACUERDO A LOS ÍNDICES DE CAMACOL). Monto al cual se le aplica el interés bancario corriente y resulta un valor de TRESCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS CUARENTA Y SIETE PESOS ($359.447.oo), y una corrección monetaria por un valor de SETENTA Y CINCO MIL OCHOCIENTOS TREINTA Y CINCO PESOS ($75.835.oo). Sumas cuantificadas a 31 de enero de 1999, y que serán actualizados a la fecha de resolución del contrato.

REAJUSTES AL ACTA PARCIAL No. 01:

Fecha de presentación: SEPTIEMBRE 20 DE 1998.

Se determina en la suma de NOVECIENTOS VEINTICUATRO MIL VEINTISEIS PESOS ($924.026.oo). (DE ACUERDO A LOS ÍNDICES DE CAMACOL). Monto al cual se le aplica el interés bancario corriente y resulta un valor de DOSCIENTOS CINCUENTA MIL QUINIENTOS NOVENTA Y SEIS PESOS ($250.596.oo), y una corrección monetaria por un valor de CINCUENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS SETENTA Y OCHO PESOS ($59.978.oo). Sumas cuantificadas a 31 de enero de 1999, y que serán actualizados a la fecha de resolución del contrato.

REAJUSTES AL ACTA PARCIAL No. 2:

Fecha de presentación: SEPTIEMBRE 20 DE 1998. 

Se determina en la suma de OCHOCIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS CUARENTA PESOS ($887.440.oo). (DE ACUERDO A LOS ÍNDICES DE CAMACOL). Monto al cual se le aplica el interés bancario corriente y resulta un valor de DOSCIENTOS CUARENTA MIL SEISCIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS ($240.674.oo), y una corrección monetaria por un valor de CINCUENTA Y SIETE MIL SEISCIENTOS TRES PESOS ($57.603.oo). Sumas cuantificadas a 31 de enero de 1999, y que serán actualizados a la fecha de resolución del contrato.
SOBRECOSTOS POR PARALIZACIÓN No. 02:

Fecha de presentación: Agosto 24 de 1998.

DESCRIPCIÓN

              VALOR

TIEMPO
V/TOTAL 

MAESTRO DE OBRA

$700.000.oo

2 MESES
$1’400.000

CELADOR 24 HORAS

$600.000.oo

2 MESES
$1’200.000

EQUIPO



$ 75.000.oo

20 DÍAS
$1’500.000

VALOR TOTAL:


  
              
$4’100.000

Monto al cual se le aplica el interés bancario corriente y resulta un valor de UN MILLÓN CUATROCIENTOS TREINTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y CUATRO PESOS ($1’433.474.oo), y una corrección monetaria por un valor de TRESCIENTOS TREINTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS ($337.862.oo). Sumas cuantificadas a 31 de enero de 1999, y que serán actualizados a la fecha de resolución del contrato.

SOBRECOSTOS POR PARALIZACIÓN No. 03:

Fecha de presentación: Noviembre 10 de 1998

DESCRIPCIÓN

              VALOR

TIEMPO
V/TOTAL 

MAESTRO DE OBRA

$700.000.oo

2 MESES
$1’400.000

CELADOR 24 HORAS

$600.000.oo

2 MESES
$1’200.000

EQUIPO



$ 75.000.oo

20 DÍAS
$1’500.000

VALOR TOTAL:






$4’100.000

Monto al cual se le aplica el interés bancario corriente y resulta un valor de QUINIENTOS NOVENTA Y DOS MIL CIENTO CUATRO PESOS ($592.104.oo), y una corrección monetaria por un valor de CIENTO VEINTICUATRO MIL NOVECIENTOS VEINTE PESOS ($124.920.oo). Sumas cuantificadas a 31 de enero de 1999, y que serán actualizados a la fecha de resolución del contrato.

EL GRAN TOTAL arroja un quantum que se determina así:

SALDO PENDIENTE DE PAGO:



$51’207.111.oo

INTERESES MORATORIOS:



$13’226.532.oo

CORRECCIÓN MONETARIA:



$3’057.036.oo

SUMA TOTAL:





$67’490.679.oo

SESENTA Y SIETE MILLONES CUATROCIENTOS NOVENTA MIL SEISCIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS (…)
3. La parte actora relató que el 12 de noviembre de 1997 las partes celebraron el contrato de obra n.o 019, cuyo objeto fue la construcción de la planta de tratamiento del acueducto municipal de La Florida por valor de $ 147 797 514,oo, con una duración de 5 meses y medio, del cual se suscribió el acta de iniciación el 30 de diciembre de 1997. 

4. El contrato fue objeto de varias suspensiones, la primera de las cuales se produjo el 31 de diciembre -acta de suspensión 01-, en razón de la inconveniencia de localizar la planta en el terreno destinado para tal fin por estar montada la antena nueva de Telecom, debiendo buscar otro sitio para la obra, que se reanudó el 20 de enero de 1998. El 31 de marzo de 1998 se suscribió el acta de suspensión n.o 02, motivada por la no disponibilidad financiera del ente contratante para la cancelación de las actas de obra n.o 01 por valor de $35 178 671,oo y n.o 02 por valor de $32 245 953,oo y pasados 60 días fueron canceladas. El 8 de junio se suscribió el acta de reiniciación de las obras y el contratista presentó nuevo cronograma de trabajo, el 8 de julio se presentó acta de recibo parcial de obra n.o 3 por valor de $43 596 023,oo para que se realizara el pago de $ 21 798 012,oo descontado el anticipo y el municipio canceló el 6 de agosto como pago parcial la suma de $ 3 200 000,oo por no existir más recursos para cancelar el saldo. El 26 de agosto de 1998 se suscribió el acta de suspensión n.o 03, aduciendo el municipio que el Findeter no había girado los recursos a su cargo por $ 40 000 000,oo imposibilitando el pago oportuno de las actas de obra ejecutadas. A pesar de que se presentaron fórmulas de arreglo para liquidar el contrato la misma no se llevó a cabo, incurriendo el municipio en incumplimiento  de sus obligaciones y a pesar de que se habían ejecutado obras correspondientes a un 99% del valor del contrato, hubo mora en el pago de unas actas parciales de obra, se debía el pago de otras y por las suspensiones de la obra, se produjo el rompimiento del equilibrio económico del contrato que se tradujo en sobre costos que fueron cancelados por el demandante, por concepto del pago del maestro de obra y el celador y por el equipo que permaneció en el sitio de las obras durante la segunda y tercera suspensión; y de otro lado, se deben los reajustes pactados en el contrato. 

III. Actuación procesal 

5. El Tribunal Administrativo de Nariño admitió la demanda por auto del 3 de marzo de 1999, el cual fue notificado personalmente al alcalde municipal de La Florida (fls. 99 y 152).
6. La entidad contestó la demanda aceptando unos hechos y negando otros y se opuso a las pretensiones, por cuanto consideró que no hubo incumplimiento del municipio ya que la suspensión del contrato y el no pago al contratista se debió a que Findeter no había hecho el desembolso de los 40 millones de pesos con los que se debía cancelar el objeto del contrato, no siendo el presupuesto municipal el que quedó comprometido para ello. Además no está probado que el contratista hubiera incurrido en sobre costos por pago del maestro de obra ni por la pérdida o deterioro de materiales -arena-, cuya guarda o almacenamiento estaba a su cargo como tampoco por paralización de maquinaria, puesto que sólo estaba una mezcladora y unas motobombas que se consideran maquinaria menor y se pueden trasladar fácilmente a otro lugar para seguir utilizándolas. Finalmente, sostuvo que la obra ejecutada por el demandante se encontraba inconclusa y lo único que ha causado es perjuicios a la comunidad por no hallarse en cabal funcionamiento además de que los materiales utilizados en ella no tenían la calidad requerida, con lo cual el contratista había incumplido el contrato (fl. 104).

7. Por medio de auto del 26 de julio de 2000 se ordenó correr traslado para alegar de conclusión (fl. 313), oportunidad en la cual la parte actora se refirió a las pruebas obrantes en el plenario, que a su juicio refuerzan los argumentos de su demanda en el sentido de que el contratista cumplió sus obligaciones y el municipio no, por razones que le son imputables a la entidad contratante pues fue quien se comprometió con el contrato, aunque cuestiona la calidad del peritazgo efectuado, que a su juicio es confuso y no tiene en cuenta toda la información de la ejecución contractual (fl. 315). 

8. El procurador 36 judicial ante el Tribunal Administrativo de Nariño presentó concepto en el cual solicitó acceder a las pretensiones, por considerar que “(…) si bien el contrato de obra celebrado se condicionó en su pago a los desembolsos que haga FINDETER, y que por ello se celebró el convenio No. 152-95-007, este jamás cumplió con el compromiso adquirido, pero que esta circunstancia no le permite al Municipio enriquecerse ilegalmente, pues las obras cuyo pago reclama el demandante están ejecutadas (…) si bien el informe pericial indica un saldo a favor del Municipio, en este no se han tenido en cuenta las obras adicionales, pues a pesar de indicarse que ellas existen, no se liquidan sino que se sugiere su legalización y pago por separado” (fl. 335).

9. El Tribunal Administrativo de Nariño, en sentencia del 20 de abril de 2001, negó las pretensiones de la demanda por cuanto consideró que el contratista tenía conocimiento de las fuentes de financiación del contrato, en el cual quedó consignado que el pago del precio estaba sujeto a las apropiaciones presupuestales provenientes del crédito de Findeter n.o 152-95-007, recursos del Fondo de Infraestructura Urbana F.I.U. y recursos del municipio de La Florida, vigencia fiscal 1997 y que las suspensiones por él suscritas, tuvieron como causa precisamente la falta de disponibilidad financiera del municipio por la demora en los desembolsos provenientes de Findeter, de modo que el retardo en los pagos no era atribuible al municipio (fls. 348 a 367, cdno. ppl). 

10. Inconforme con lo decidido por el Tribunal Administrativo de Nariño, la parte actora interpuso recurso de apelación en el cual insistió en que la entidad demandada fue quien incumplió el contrato y le ocasionó perjuicios al contratista que le deben ser indemnizados, pues él no tenía por qué soportar las consecuencias de que el municipio no contara con los recursos para pagar las obras contratadas (fl. 370, cdno. ppl).

CONSIDERACIONES

I. Competencia 

11. El Consejo de Estado es competente para conocer del presente asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en proceso con vocación de segunda instancia
 ante esta Corporación, dado que la cuantía de la demanda supera aquella exigida para el efecto al momento de proponer el recurso, esto es, antes de la vigencia de las cuantías establecidas en la Ley 446 de 1998.  

II. Los hechos probados

12. Teniendo en cuenta las normas legales sobre práctica y valoración de pruebas contenidas en el C. de P.C., aplicables en el proceso contencioso administrativo por expresa remisión del artículo 168 del Código Contencioso Administrativo, en el plenario se acreditaron los siguientes hechos, relevantes para la litis:

13. El municipio de La Florida (Nariño) y el señor Jesús Alberto Garzón Barahona celebraron el 12 de noviembre de 1997 un contrato de obra pública por el sistema de precios unitarios cuyo objeto fue “(…) la construcción de LA PLANTA DE TRATAMIENTO en filtros lentos del Acueducto Municipal de La Florida (…)” (cláusula primera), por un valor de $ 147 797 514,oo, resultantes de multiplicar las cantidades de obra por los precios unitarios respectivos mas el A.I.U, de conformidad con la propuesta del contratista, el cual sería pagado mediante la entrega de un anticipo equivalente al 50% del valor total del contrato y el saldo mediante pagos sucesivos con base en el avance de la ejecución de la obra, de acuerdo con las actas parciales de recibo de obra que presentara el contratista debidamente refrendadas por el interventor (cláusula tercera). El plazo del contrato se pactó en 5 meses y medio contados a partir de la fecha del acta de iniciación de la obra, que debía ser suscrita el día de la entrega del anticipo (cláusula cuarta) (copia auténtica de documento público, fl. 21). 

14. En el contrato se pactaron además, entre otras, las siguientes estipulaciones: La revisión o reajuste de precios respecto de cada acta de obra presentada por el contratista tomando como factor para ello la variación del índice de precios de la construcción de la ciudad de Pasto para cada mes suministrada por la seccional de Camacol (cláusula sexta). La posibilidad de ejecución de obras adicionales necesarias que fueran autorizadas por el municipio y mayores cantidades de obra (cláusulas séptima y octava). El deber de las partes de mantener el equilibrio económico del contrato (cláusula novena). La sujeción de los pagos a las apropiaciones presupuestales y la imputación presupuestal del contrato, estipulando que “El pago del precio al CONTRATISTA está sujeto, por una parte, a la forma estipulada en la cláusula Tercera y por otra parte, a las disponibilidades y apropiaciones presupuestales para tal fin en el Presupuesto del Municipio provenientes del Crédito FINDETER número 152-95-007, Recursos del Fondo de Infraestructura Urbana F.I.U. y recursos del Municipio de La Florida, vigencia fiscal de 1997” (cláusulas once y doce).  La cláusula penal pecuniaria equivalente al 10% del valor del contrato (cláusula catorce). Multas por el 1% del valor del contrato por cada día de retardo en la entrega total y final de la obra (cláusula quince). Caducidad del contrato, en caso de incumplimiento grave del contratista (cláusula dieciséis). La interpretación, modificación e interpretación unilateral del contrato (cláusula dieciocho). La constitución de la garantía única de cumplimiento del contrato (cláusula  veinte). La liquidación del contrato, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la entrega final de la obra (cláusula veintiuno). 

15. El 30 de diciembre de 1997 se suscribió por las partes y el interventor, el acta de iniciación de obra en la que consta que se le entregó el anticipo al contratista y que la fecha de terminación del plazo contractual es el día 15 de junio de 1998 (copia auténtica de documento público, fl. 37).

16. El contrato suscrito por las partes, fue suspendido en varias ocasiones por razones que no le son imputables al contratista, según consta en las respectivas actas de suspensión que obran en el proceso: 

16.1. El 31 de diciembre de 1997, las partes y el interventor suscribieron acta de suspensión de obra n.o 001, por un lapso de 12 días “(…) para realizar los levantamientos topográficos correspondientes del terreno que se determine utilizar para la construcción de la planta (…)”, ya que “En visita realizada el día 30 de diciembre del año en curso por el Interventor y el Contratista se observó la inconveniencia de localizar la planta de acuerdo a los planos en el terreno por existir en esta zona la antena nueva de Telecom, por lo tanto se determinó buscar el sitio más adecuado para su localización” (copia auténtica de documento público, fl. 38).
16.2. El 31 de marzo de 1998, se suscribió el acta de suspensión de obra n.o 2 por un lapso de 30 días calendario prorrogables hasta 60, en la que se consignó la siguiente justificación: “Que el Municipio no tiene disponibilidad financiera para la cancelación del acta de obra No. 001 y No. 002 debido a la demora en los desembolsos correspondientes a los aportes del Fondo F.I.U. del convenio 1300-96 de Findeter y aportes de las Utilidades de Findeter mediante el crédito código 152-96-007 los cuales se encuentran aprobados por parte de las entidades financieras” (fotocopia autenticada de documento público, fl. 39).

16.3. El 26 de agosto de 1998, las partes y el interventor de la obra suscribieron el acta de suspensión de obra n.o 003 por un término de 30 días calendario, en la que se consignaron las siguientes consideraciones: “Que a la fecha FINDETER no ha realizado el desembolso de los aportes correspondientes a UTILIDADES aprobados por la Financiera por la suma de CUARENTA MILLONES DE PESOS M.L. ($ 40.000.000.oo) imposibilitando al Municipio el pago oportuno de las actas de obra ejecutadas, a la fecha presenta el siguiente balance: el Municipio tiene cancelado al contratista la suma de $ 109.811.069.oo y el contratista tiene ejecutado en actas parciales (Nos. 001, 002 y 003) la suma de $ 101.454.396.oo con fecha de corte a 30 de julio de 1998” (fotocopia autenticada de documento público, fl. 40).

17. El contratista ejecutó el objeto del contrato en un 80% aproximadamente y realizó obras por valor de $ 117 802 456,oo de las cuales le fueron cancelados $ 109 809 430,oo, según se desprende de los siguientes medios de prueba: 

17.1. El contratista, el alcalde del municipio de La Florida  y el interventor suscribieron en febrero de 1998 (no contiene la fecha exacta) el acta parcial de obra n.o 01, por un valor total de $ 35 178 671,oo del cual $ 17 589 336,oo se imputaron a amortización del anticipo, arrojando la misma cantidad como valor a pagar (fotocopia auténtica de documento público, fl. 44).

17.2. En marzo de 1998 (no contiene la fecha exacta) las partes y el interventor suscribieron el acta parcial de obra n.o 02 por un valor total de $ 30 245 953,oo, del cual se amortizó al anticipo el 50% es decir la suma de $ 15 122 977,oo, restando un valor a pagar de $ 15 122 977,oo (copia auténtica de documento público, fl. 45). 

17.3. En julio de 1998 (no contiene la fecha exacta) las partes y el interventor suscribieron el acta parcial de obra n.o 03 por un valor total de $ 43 596 023,oo, del cual se amortizó el 50% por concepto de anticipo es decir la suma de $ 21 798 012,oo, restando un valor a pagar de $ 21 798 012,oo. En esta acta consta que hasta ese momento se había ejecutado obra por valor de $ 109 020 648,oo (copia auténtica de documento público, fl. 49). 

17.4. Informe del interventor del 30 de agosto de 1998 allegado por la parte demandada, en el cual consta que el contratista ejecutó un 80% de las obras objeto del contrato, por valor de $ 117 802 456,oo, de los cuales le habían sido cancelados $ 109 809 430 (anticipo más acta de obra n.o 1, acta de obra n.o 2 y abono del acta de obra n.o 3), se debía el saldo del acta  de obra n.o 3 por valor de $ 18 598 012 y había un valor por cancelar en obra parcial por la preacta de obra n. o 004 de $ 7 993 026,oo, aunque faltaba valorar el suministro e instalación de 60 ML de tubería de PVC presión de 4´´. Que no se cuantificaba el material correspondiente a los filtros porque no se encontraban debidamente instalados en los tanques respectivos y aclaró que en cuanto a maquinaria y equipo en la obra, sólo se necesitaba herramienta menor para las actividades faltantes (documento público original, fl. 132). 

17.5. El señor Juan Carlos Salazar Arcos, ingeniero civil de 34 años, rindió testimonio en el proceso en el cual manifestó que fue contratado por el alcalde del municipio de La Florida para realizar la interventoría y administración técnica de las obras de construcción de la planta de tratamiento del acueducto urbano objeto del contrato celebrado entre la entidad territorial y el ingeniero Jesús Garzón. El testigo manifestó que el contratista había ejecutado hasta esa fecha -10 de agosto de 1999-, en la que aún se hallaba suspendido el contrato, el 82.23% del contrato que representaba un valor de $ 121 542 000,oo, y se le había cancelado la suma de $ 109 809 430,oo; que el contratista había cumplido la programación presentada, no presentó atraso en ninguno de sus trabajos y la calidad en la obra recibida mediante actas 01, 02 y 03, era buena, aclarando que había otras obras que el contratista había adelantado pero que faltaban por cuantificar formalmente y no constaban en acta porque se realizaron después de la tercera acta de suspensión, “(…) en un tiempo aproximado de 30 días que el ingeniero determinó suspender físicamente la obra. Estas obras y materiales no fueron cuantificados ni recibidos”. Explicó que las últimas suspensiones se debieron a la falta de giro de los recursos que debía enviar Findeter para la cancelación de estas obras a pesar de todas las gestiones adelantadas por el alcalde municipal para obtener dichos recursos (fl. 163).

18. El 20 de septiembre de 1998, el contratista y el interventor suscribieron el acta de reajustes de obra n.o 01, 02 y 03, que dio un valor total por este concepto de $ 3 338 292,oo (fl. 61).

19. El contratista elaboró el acta de reajuste de obra final, pero no aparece suscrita ni por el representante legal del municipio de La Florida ni por el interventor (fl. 64).

20. El contratista en varias oportunidades presentó reclamaciones por la mora de la entidad en el pago de las cuentas de cobro por actas de avance de obra y solicitó tomar medidas para evitarle los sobre costos derivados de la suspensión del contrato, tal y como consta en los siguientes documentos:

20.1. Oficio del 31 de marzo de 1998 con constancia de recibido, en el cual el contratista le solicita al interventor corregir el acta de obra 01, en la cual se puso el nombre del alcalde para obtener su visto bueno, cuando ese no era un requisito contractual para el trámite de las cuentas de cobro y que estaba ocasionando retardos en el mismo pues el funcionario no la había suscrito; además le informa que tiene conocimiento de que no se ha producido el desembolso por parte de Findeter, lo que va a generar inconvenientes en el pago de las actas siguientes, por lo cual le pide la suspensión indefinida del contrato hasta que se solucionen dichos problemas (copia autenticada de documento privado, fl. 66).  

20.2. Oficio del 5 de mayo de 1998 con constancia de recibido, en el cual el contratista se dirige al alcalde municipal para decirle que han transcurrido 35 días desde que se paralizó la construcción y aún no se habían tomado medidas para la desaparición de los motivos de la misma, lo que le estaba generando gastos no contemplados en la propuesta, pues estaba pagando celador 24 horas, el maestro de obra con quien tenía suscrito un contrato le estaba reclamando el pago de brazos caídos y tenía equipo que no estaba produciendo; por ello, en virtud de la cláusula contractual relativa a la ecuación contractual, le solicitó autorizar a la interventoría para que cuantificara y dispusiera de los recursos necesarios para la cancelación de los gastos adicionales (fotocopia autenticada de documento privado, fl. 67).

20.3. Oficio dirigido por el contratista al alcalde municipal del 24 de agosto de 1998, con constancia de recibido, con el cual le envía una relación de los sobre costos surgidos con ocasión de las suspensiones 2 y 3 del contrato, cuya cancelación solicitó (fls. 68 a 71):

a) Suspensión de obra n.o 1: 

DESCRIPCION

VALOR 
DURACION

V. TOTAL

Maestro

    
   
 $ 700 000 mes
2
          $ 1 400 000


  Celador 24 horas 
             600 000  mes
2
         1 200 000 

     Equipo, mezcladora, 

     Vibrador


      
75 000 día 

20

  1 500 000

VALOR TOTAL







  4 100 000


b) Suspensión de obra n.o 2 hasta noviembre 4 de 1998: 

DESCRIPCION

VALOR 
DURACION

V. TOTAL

Maestro

    
    $ 700 000 mes

2
         $ 1 400 000


  Celador 24 horas 
       600 000 mes

2
         1 200 000 

      Equipo, mezcladora, 

       Vibrador


75 000 día 
20

1 500 000

VALOR TOTAL                                                               4 100 000

20.4. El 26 de septiembre de 1998 el contratista le dirigió comunicación al alcalde en donde advierte que el tiempo de suspensión estipulado en el acta de suspensión n.o 3 ya transcurrió y no se ha dado solución al problema que la motivó, le pide información sobre qué medidas se han tomado para continuar con las obras y le insiste en que como ya le ha informado, hay un material –arena lavada para los filtros lentos- que se encuentra en peligro de perderse por la cercanía del invierno, lo que incidirá aún más en los costos a cargo del municipio. Que si bien el contratista había cubierto ese material, se robaron la cubierta y si no se tomaban medidas se iba a perder el mismo, siendo difícil mantener celador las 24 horas por carencia de un lugar apropiado para ello. En consecuencia, le solicita ordenar al interventor el recibo de dicho material hasta que se normalice la situación (fotocopia auténtica de documento privado, fl. 72). 

III. El problema jurídico

21. Teniendo en cuenta los hechos probados y las razones de inconformidad de la parte apelante con el fallo de primera instancia, deberá la Sala establecer si se produjo el incumplimiento contractual que se le imputa a la entidad demandada por el no pago de la totalidad de las obras ejecutadas a su favor por el demandante, las actas de reajuste correspondientes y los sobre costos por mayor permanencia que éste alegó haber sufrido por las suspensiones del contrato que se produjeron, determinando si las mismas son imputables a la entidad, y si de tales incumplimientos se derivaron perjuicios al demandante que le deban ser indemnizados. 

IV. Análisis de la Sala 

22. De conformidad con los hechos que fueron debidamente acreditados en el plenario, no cabe duda en relación con el incumplimiento contractual de la entidad demandada así como de los perjuicios ocasionados al demandante, los cuales le deberán ser indemnizados, como se explica a continuación.

La responsabilidad contractual

23. El artículo 90 de la Constitución Política consagra una cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado al establecer el deber a su cargo de responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables con ocasión de las actuaciones u omisiones de las autoridades públicas, norma que constituye el fundamento constitucional de la responsabilidad estatal, no sólo extracontractual sino también de la contractual
. 

24. En materia contractual, debe recordarse que todo contrato es un acuerdo de voluntades generador de obligaciones cuyo incumplimiento hace surgir, a cargo de la parte incumplida, el deber de indemnizar los perjuicios que con el mismo haya ocasionado a su co-contratante, lo cual en el régimen de los contratos estatales se traduce en la protección del patrimonio del contratista que actúa como colaborador de la administración en la gestión de los servicios públicos, ante  los daños que puede sufrir como consecuencia del incumplimiento de ésta respecto de sus obligaciones.

25. Es por ello que la Ley 80 de 1993, en el artículo 3º, les recuerda a los servidores públicos la finalidad de la contratación estatal, que además de perseguir el cumplimiento de los fines estatales y la continua y eficiente prestación de los servicios públicos, también debe apuntar a obtener la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con las entidades públicas en la consecución de dichos fines y el artículo 50 ibidem consagra la responsabilidad contractual de las entidades estatales al establecer que “Las entidades responderán por las actuaciones, abstenciones, hechos y omisiones antijurídicos que les sean imputables y que causen perjuicios a sus contratistas”, caso en el cual “deberán indemnizar la disminución patrimonial que se ocasione, la prolongación de la misma y la ganancia, beneficio o provecho dejados de percibir por el contratista”. 

26. Por su parte, los artículos 4 y 5 del mismo ordenamiento, contienen los fundamentos legales de la responsabilidad contractual de la administración al señalar que es un deber de las autoridades el respeto de los derechos de los contratistas, entre ellos al equilibrio económico del contrato (ord. 1, art. 5º) y que está a cargo de las entidades contratantes la obligación de garantizar su mantenimiento y restablecimiento en caso de afectación ( art. 4º, ords. 8 y 9), debiendo además actuar de tal modo que por su causa no sobrevenga una mayor onerosidad en el cumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista. 

27. La responsabilidad contractual del Estado surge a partir de la reunión de tres elementos: i) el incumplimiento de una obligación emanada del contrato imputable a la administración pública, ii) el daño antijurídico sufrido por el contratista o la lesión de su derecho a la prestación y iii) la relación o nexo de causalidad entre los dos anteriores y es indispensable la comprobación de los tres, para deducir dicha responsabilidad.

28. En los contratos de la administración, el incumplimiento de la entidad contratante puede darse respecto de i) las cláusulas del contrato y se traduce en la inejecución de las prestaciones a su cargo en las condiciones de tiempo, modo y lugar estipulados, tales como el no pago del anticipo, la no entrega de los diseños y planos o de los terrenos o materiales requeridos, etc., o ii) el incumplimiento de los presupuestos legales, como sucede con el ejercicio irregular de los poderes excepcionales o el incumplimiento del deber de garantizar el mantenimiento del equilibrio económico del contrato.

29. En el presente caso, observa la Sala que el contrato de obra pública celebrado por las partes, que no se ejecutó en su totalidad, se vio entorpecido por causas que son imputables al incumplimiento de la entidad contratante respecto de obligaciones legales y contractuales que condujeron a la suspensión del plazo en varias ocasiones y al no pago de la totalidad de las prestaciones ejecutadas por el contratista.

La suspensión del contrato 

30. Los contratos de la administración contienen un plazo de ejecución que resulta de obligatorio cumplimiento para las partes, dada la importancia que revisten los fines estatales a cuya consecución aquellos apuntan, así como la continua y eficiente prestación de los servicios públicos a cargo del Estado y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con la administración en la consecución de dichos fines (art. 3º, L. 80 de 1993). Es decir que es el interés público el que se halla involucrado en su objeto y además, el plazo del contrato, para el contratista, constituye un factor a tener en cuenta al momento de elaborar su oferta y calcular, dentro de ella, el valor a proponer. Por ello, “La debida observancia de los plazos figura entre las obligaciones esenciales de ambas partes contratantes, ya se trate de la obligación principal o de obligaciones parciales o accesorias que, a su vez, permitirán el cumplimiento de la obligación principal”
. En relación con los plazos en los contratos de la administración, ha dicho la jurisprudencia de la Sección:

En el contrato estatal, la estipulación del término dentro del cual se debe construir la obra, prestar los servicios o entregar los suministros, resulta de singular importancia y relevancia jurídica
, debido a la necesidad e interés público que se pretende satisfacer con él, razón por la cual, por regla general, se define un plazo fijo o determinado por la Administración en los pliegos de condiciones (art. 30.2 Ley 80 de 1993) o en los documentos de la contratación, que luego asume convencionalmente el contratista para ejecutar y cumplir sus prestaciones en tiempo oportuno. 

Dicho plazo, es un elemento del contrato que debe ser establecido de acuerdo con su modalidad o tipología, en función a la obtención de los bienes y servicios que se requieren en un tiempo normal, razonable y con sujeción a las condiciones que demande el objeto del contrato que los involucre. Por lo regular, en los contratos de tracto sucesivo (por ejemplo en el de obra pública) se establece un plazo general de ejecución del objeto del contrato y algunos plazos parciales para el cumplimiento de las obligaciones, que luego quedan reflejados en un programa de trabajo y un cronograma de actividades, instrumentos éstos que con posterioridad permiten a la entidad pública realizar la dirección, vigilancia y control del acatamiento de las prestaciones en los términos previstos y con la observancia de las especificaciones técnicas exigidas. En los contratos de ejecución instantánea ese plazo es único.    

El plazo general de ejecución del contrato suscrito por la Administración, de ordinario, es suspensivo, dado que es en una fecha cierta previamente estipulada cuando se hace exigible la totalidad del objeto contractual (art. 1551 C.C.); y de esta misma connotación son los plazos parciales que sin perjuicio del anterior se acuerdan y cuyo vencimiento torna exigibles algunas de las obligaciones y entregas parciales. La excepción, entonces, es que el plazo en el contrato estatal se pacte como resolutorio, esto es, que a su llegada se extingan las obligaciones. 

Igualmente, puesto que el plazo del contrato se pacta en beneficio recíproco de las partes, les incumbe a ellas el deber de impedir las dilaciones y los retardos en su ejecución (art. 25.4 Ley 80 de 1993).

En estas circunstancias, los plazos para la ejecución de las prestaciones en el contrato de la Administración tienen una indiscutible importancia durante la vida del contrato y juegan en ambas direcciones o extremos de la relación negocial, toda vez que, de un lado, la entidad pública está en el derecho de exigir la ejecución del contrato en los términos pactados en él (finalización de la obra, suministro del bien o prestación del servicio, etc.), y en el deber legal de hacerlos respetar; y, de otro, el contratista tiene el derecho de pedir que la entidad pública contratante cumpla con las suyas (pagos, entregas de los terrenos, planos, elementos e información, etc.) en tiempo debido
. 

31. De tal manera que las prestaciones acordadas en el negocio jurídico deben ejecutarse dentro de los límites temporales pactados en el mismo, lo que significa que el contratista debe entregar la obra, bien o servicio antes del vencimiento del término acordado y que la entidad, así mismo, debe proceder a efectuar los pagos y a cumplir con las demás obligaciones a su cargo, en la forma y tiempo acordados. 

32. No obstante, en algunas ocasiones se presentan circunstancias –previsibles o no, imputables o no a alguna de las partes- que conducen a la paralización temporal en la contabilización del plazo contractual para que éste deje de correr, que es precisamente en lo que consisten las llamadas suspensiones del contrato que acuerdan las partes mediante la suscripción de actas, cuando materialmente, por alguna razón, no se pueden ejecutar las prestaciones contractuales en la forma y plazos acordados y hasta cuando se implementen las soluciones necesarias para reiniciar la ejecución, lo que se traduce, en la práctica, en una prolongación del vínculo contractual más allá de lo previsto y acordado inicialmente en el contrato. 

33. De esta circunstancia, pueden derivarse consecuencias nocivas para las partes, haciendo necesario determinar las causas de dichas suspensiones y a quién le son imputables, para establecer, a renglón seguido, si de las mismas se derivaron perjuicios para alguna de ellas y si los mismos deben ser o no soportados por la parte afectada. Así lo ha manifestado la Sala:

(…) suspender, en el lenguaje corriente, significa detener o diferir por algún tiempo una acción u obra; es decir que la suspensión del contrato, consiste en la interrupción en la contabilización de su plazo, el cual dejará de correr durante ese lapso, en el cual, además, no habrá lugar a ejecutar o exigir el cumplimiento de las prestaciones a cargo de las partes; de tal manera que el contratista, no estará obligado a adelantar labor alguna durante el tiempo que dure la suspensión. 

La suspensión puede obedecer a diversas razones, imputables a la entidad contratante, al contratista o a circunstancias externas y ajenas a las partes, que impiden la correcta ejecución del contrato; y tiene como finalidad primordial, la de permitir que, una vez desaparezca el hecho impeditivo, pueda culminarse cabalmente el objeto contractual, sin que ello le reporte una mayor onerosidad a las partes, quienes deben entonces, tomar las previsiones necesarias durante ese lapso de suspensión, para evitar gastos y costos innecesarios. 

Toda vez que la suspensión implica que el tiempo real de vinculación contractual de las partes aumentará, pues al plazo inicialmente pactado para la ejecución del contrato, deberán sumársele los días en los que el mismo estuvo suspendido, es posible que ocasione perjuicios a las partes; y el hecho de que la suspensión del contrato se presente de mutuo acuerdo, porque entidad contratante y contratista concurran a suscribir la respectiva acta, no significa que ellas renuncien a los perjuicios que por causa de la misma, puedan sufrir.  

Sin embargo, conforme al principio de la carga de la prueba, consagrado en el artículo 177 del C.P.C., incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen; así mismo, constituye principio general del derecho de daños, que quien alega haber sufrido un perjuicio, debe probar su existencia; de tal manera que en los eventos de suspensión del contrato estatal, no basta con probar que la misma se produjo, el tiempo que duró, ni que las causas que la originaron no son imputables al contratista, sino que resulta además indispensable probar que dicha circunstancia le ocasionó los perjuicios cuya indemnización reclama, así como la naturaleza y monto de los mismos
.
34. En el sub-lite se acreditó en el plenario la suspensión del contrato en varias oportunidades, todas ellas por razones imputables a la administración:

Incumplimiento del deber de planeación

35. La primera de las suspensiones, por un lapso de 12 días, se produjo al día siguiente de celebrado el contrato y obedeció al hecho de que las obras objeto del mismo -construcción de la planta de tratamiento del acueducto municipal- no podían ejecutarse según los planos, en el sitio inicialmente destinado para ello, por existir allí una antena de Telecom, por lo que resultaba necesario buscar otro terreno para la construcción de la planta y efectuar los respectivos levantamientos topográficos. 

36. Para la Sala esta justificación resulta inadmisible y denota incumplimiento de la entidad contratante respecto de sus deberes de planeación en materia de contratación estatal, puesto que en virtud de los mismos, la entidad previo a la apertura de todo procedimiento de selección de contratistas y a la celebración de cualquier contrato, debe adelantar una serie de actividades preparatorias de naturaleza económica, presupuestal, técnica, jurídica y administrativa, que garanticen la correcta ejecución del contrato a celebrar, entre las cuales se encuentra, en el caso de los contratos de obra pública, la elaboración de estudios completos, planos y diseños definitivos con el fin de determinar las cantidades de obra a ejecutar, el plazo de su realización y el costo de la misma pero también, en forma indispensable, la definición del sitio en el que se van a adelantar las obras. 

37. El deber de planeación es una manifestación del principio de economía que rige los contratos de la administración, en la medida en que su cabal cumplimiento garantiza que la ejecución del futuro contrato, en las condiciones razonablemente previsibles, se adelantará sin tropiezos, dentro de los plazos y especificaciones acordados, puesto que la correcta planeación allana el camino para evitar las múltiples dificultades que se pueden presentar alrededor de las relaciones contractuales de las entidades estatales. Contrario sensu, el incumplimiento de este deber se traducirá en una errática ejecución contractual, que se enfrentará a diversos obstáculos e inconvenientes, los cuales a su vez se pueden traducir en demoras y sobre costos en la obtención del objeto contractual en cuestión, todo lo cual, obviamente, atenta contra el mencionado principio de economía que debe regir en la contratación estatal. 

38. Al respecto, la jurisprudencia de la Sección ha sostenido que “(…) la falta de planeación por parte de las entidades públicas, incide tanto en la etapa de formación del contrato, pero más significativamente en la etapa de ejecución, momento en el cual las omisiones de la Administración por falta de estudios y diseños definitivos generan serias consecuencias, que llevan a modificar las cantidades de obra y las condiciones técnicas inicialmente pactadas, generan el incremento de los costos del proyecto y, en el más grave de los casos, conducen a la paralización de las obras o a su imposibilidad de realizarlas por falta de los recursos requeridos (…)”
.   

La insuficiencia de recursos

39. La segunda y tercera suspensiones del contrato, que sumaron 90 días calendario, como quedó registrado en los hechos probados, obedecieron a la falta de presupuesto de la entidad contratante para cancelar las actas de avance de obra presentadas por el contratista, lo cual, sin lugar a dudas, constituye otro grave incumplimiento contractual de su parte, que no halla justificación valedera en el argumento de que los recursos con los que se cancelaría la obra, tal y como se plasmó en la cláusula de disponibilidad presupuestal del contrato, provendrían del aporte de la Financiera de Desarrollo Territorial -Findeter-, que finalmente no llegó a tiempo; y que por lo tanto, al no contar con los mismos, no era responsabilidad del municipio la imposibilidad de pago de las cuentas por obra ejecutada.  

40. Dicha explicación no es de recibo y resulta procedente en este caso, la reiteración de la jurisprudencia de la Corporación, que ha sido explícita en torno a la imposibilidad de las entidades estatales de escudarse en la cláusula contractual que sujeta los pagos a las apropiaciones presupuestales, para justificar el incumplimiento de su principal obligación en los contratos que suscribe, consistente en el pago por la prestación ejecutada a su favor. 

41. Esto, por cuanto es deber de la administración no sólo verificar la existencia de disponibilidad presupuestal antes de iniciar los procesos de selección de contratistas y celebración de contratos, sino efectuar el registro presupuestal sobre los mismos una vez se perfeccionan como requisito para su ejecución, el cual consiste en “(…) la certificación de apropiación de presupuesto con destino al cumplimiento de las obligaciones pecuniarias del contrato; es un instrumento a través del cual se busca prevenir erogaciones que superen el monto autorizado en el correspondiente presupuesto, con el objeto de evitar que los recursos destinados a la financiación de un determinado compromiso se desvíen a otro fin”
 y que por lo tanto constituye garantía de existencia de recursos suficientes, destinados en forma concreta y exclusiva al cumplimiento de la obligación de pago de ese contrato determinado sobre el cual recae el registro presupuestal, al afectar directamente  el presupuesto de la entidad con esa específica obligación, a favor de ese contratista en particular.

42. En un asunto similar, dijo la Sala
:

(…) al margen de las relaciones crediticias existentes entre el Distrito de Santa Marta y el B.C.H., la demora de esta entidad bancaria en girar los recursos para cubrir el monto del Contrato 064 de 1989, es una circunstancia que de ninguna manera le es oponible al contratista de la entidad territorial, esto es, la sociedad Giraldo y López Ltda., para quien lo único que importaba era la existencia de la obligación de la entidad contratante de pagarle las sumas de dinero a las que se comprometió al suscribir el contrato, en las cantidades, forma y oportunidad acordadas; y si la entidad asumió la obligación de cancelar el 70% del valor del contrato mediante el reembolso mensual de gastos, como reza la Cláusula Tercera del documento contractual, debió cumplirla en esa forma y al hacerlo en forma tardía, incurrió en incumplimiento contractual que acarrea el deber de indemnizar los perjuicios ocasionados a su contratista, mediante el reconocimiento de los intereses de mora generados.

No se libera de su responsabilidad  la entidad contratante, alegando la culpa de la entidad crediticia por no enviar los recursos a los que se comprometió; frente a su contratista, resultaba indiferente la procedencia presupuestal de los recursos con los que el Distrito de Santa Marta le cancelara el valor del contrato, y ese era un asunto de índole interna de la entidad contratante, que le correspondía resolver sin afectar los derechos de su contratista. 

Ya la Sala ha tenido oportunidad de manifestar la inocuidad de la cláusula pactada por las entidades estatales en sus contratos, conforme a la cual el cumplimiento de su obligación de pago queda sujeto a las apropiaciones presupuestales con las que cuente, toda vez que tal disposición no le es oponible al contratista
:
“El hecho de que en todo contrato de la Administración deberá estipularse la sujeción de su cuantía y pago a las apropiaciones presupuestales, no significa que la Administración no tenga que pagar indemnización alguna en caso de mora.  De ser esto así, la cláusula implicaría para una de las partes (la fuerte, normalmente) el privilegio de incumplir sin sanciones, que no existe en el derecho colombiano; 

e)
Los contratos y es apenas obvio, se celebran para ser cumplidos dentro de los términos convenidos. Por esa razón, en principio, la Administración no puede hacer reserva presupuestal sino por el valor estipulado”.
43. Lo anterior significa que la obligación de pago a cargo de la administración no puede estar condicionada a que existan recursos para ello, puesto que, de un lado, la causa de la obligación que asume el contratista está constituida precisamente por la expectativa de los ingresos que obtendrá a partir de la ejecución de las prestaciones objeto del contrato y de otro lado, no le corresponde al contratista asumir las consecuencias de las dificultades administrativas que se presenten al interior de la entidad contratante en relación con la consecución de los recursos destinados al cumplimiento de sus propias obligaciones, ni puede la entidad hacer recaer sobre su contratista, las consecuencias del incumplimiento de obligaciones de las que ella sea acreedora, en el ámbito de otros negocios jurídicos. 

44. Cuando la entidad estatal se obliga a través de un contrato a pagar el valor de las prestaciones que ejecutará su contratista, está en el deber de tomar todas las previsiones necesarias y las medidas tendientes a garantizar que contará con los recursos destinados al cumplimiento oportuno de su obligación, es por ello que la ley exige, de manera expresa, como requisito de ejecución de los contratos (artículo 41, Ley 80 de 1993), que éstos cuenten con el debido registro presupuestal, de tal forma que no se permita la ejecución de prestaciones para cuyo pago no existan recursos. Por lo tanto, si llegado el momento de cancelar las cuentas la administración no honra su compromiso por carecer de fondos, estará incurriendo en un evidente incumplimiento contractual que hace surgir su responsabilidad. 

45. Teniendo en cuenta lo anterior, en el presente caso resulta evidente que fue el incumplimiento del municipio de La Florida respecto de su deber de contar con la necesaria partida presupuestal que cubriera el valor del contrato de obra celebrado con el señor Jesús Alberto Garzón Barahona, el que condujo a que i) el contrato fuera suspendido, ii) el tiempo de ejecución de las obras se hubiera prolongado más allá de lo que se pactó en el contrato y iii) al contratista se le hubieran dejado de cancelar créditos a su favor.

La terminación del contrato

46. Observa la Sala que el demandante solicitó que como consecuencia de la declaratoria de incumplimiento contractual de la entidad demandada se declarara así mismo la terminación o resolución del contrato, pretensión que tiene fundamento en la condición resolutoria tácita consagrada en el artículo 1546 del C.C. y que va envuelta en todo contrato bilateral
.

47. No obstante, observa la Sala que para la época de presentación de la demanda que dio origen al presente proceso el contrato ya se había terminado por vencimiento de su plazo, por lo cual resulta improcedente cualquier declaratoria judicial en tal sentido. Esta afirmación se desprende del análisis del plazo de ejecución inicialmente pactado por las partes y de las distintas suspensiones de que fue objeto el negocio jurídico:

47.1. El contrato fue pactado con un plazo de ejecución de 5 meses y medio contados a partir de la fecha del acta de iniciación de obra, la cual fue suscrita el 30 de diciembre de 1997, es decir que en principio, el contrato se vencía el 15 de junio de 1998
.

47.2. La primera suspensión fue por 12 días, según el acta del 31 de diciembre de 1997,  ya que a pesar de que el demandante afirmó que la misma duró 20 días, no obra en el plenario prueba alguna en tal sentido; de modo que el contrato, en principio, debió reanudarse el 12 de enero de 1998.

47.3. La segunda suspensión se produjo, según la respectiva acta, el día 31 de marzo de 1998 -cuando habrían transcurrido 2 meses y 19 días del plazo contractual supuestamente reanudado, faltando en consecuencia 2 meses y 26 días para su vencimiento- y fue por 30 días, prorrogables por otros 30. El demandante aseguró que la suspensión duró hasta el 8 de junio -2 meses y 8 días-, cuando se suscribió el acta de reiniciación de obra n.o 002, pero como en el caso anterior, no obra en el plenario dicho documento.

48. A pesar de la falta de pruebas que se advierte sobre el tiempo real de las 3 suspensiones del plazo contractual, la Sala considera que es admisible la afirmación del demandante sobre su duración, toda vez que de aplicar los plazos estrictamente estipulados en las actas de suspensión y contabilizando por lo tanto, la ejecución del contrato entre uno y otro, para la fecha de la tercera suspensión suscrita por las partes, el 26 de agosto de 1998, ya habría transcurrido la totalidad del término contractual de 5 meses y medio pactado en el negocio jurídico y en consecuencia éste ya se encontraría terminado por vencimiento de su plazo
. 

49. Dado que efectivamente se suscribió el acta de suspensión del 26 de agosto de 1998, debe admitirse que el contrato se hallaba vigente y teniendo en cuenta los términos de suspensión planteados por el demandante -20 días la primera y 68 días la segunda
-, restaba por ejecutar, no más de un mes del plazo contractual inicial.

50. En consecuencia, transcurridos los 30 días de la tercera suspensión del contrato, que se cumplirían el 26 de septiembre de 1998, se reanudaría la ejecución del plazo contractual restante, lo que significa, sin lugar a dudas, que para la fecha de presentación de la demanda -15 de febrero de 1999-, dicho contrato ya se encontraba terminado por vencimiento de su plazo.

Los perjuicios

51. Es bien sabido que el contratista que alega haber sufrido perjuicios con ocasión del incumplimiento contractual de su co-contratante, está en el deber de probar, si quiere obtener la indemnización de los mismos, de un lado, su propio cumplimiento
 y de otro, el incumplimiento que predica de la otra parte, así como los perjuicios que del mismo haya podido sufrir, salvo en aquellos casos en los cuales la obligación incumplida fue una obligación pecuniaria, pues en tal caso, cuando se trata del incumplimiento de la obligación de dar una suma de dinero
, la misma ley presume la existencia y extensión de los perjuicios, que en tal caso están constituidos por los intereses de mora, consagración legal que releva al afectado de la carga de probarlos
 (art. 1617 del Código Civil y artículo 884 del Código de Comercio). Sobre esta clase de perjuicio, ha dicho la Sala que
:

(…) cuando la obligación incumplida es la de pagar una cantidad líquida de dinero, la ley presume la existencia del daño, sin que surja la necesidad a cargo del acreedor de probarlo, puesto que el mismo se produce con el sólo transcurso del tiempo desde el momento en que el deudor debió satisfacer la acreencia y no lo hizo; por ello, tanto el Código Civil como el Código de Comercio estipulan la indemnización de perjuicios procedente, que consiste en el pago de intereses de mora y lo propio hace la Ley 80 de 1993, frente a las obligaciones derivadas de los contratos estatales que se rigen por sus normas
.

Lo anterior no significa sin embargo, la imposibilidad de reconocer a favor del acreedor otros perjuicios que éste pudiera sufrir con ocasión del incumplimiento del deudor de la obligación de pagar oportunamente una suma de dinero, ya que si bien no se presumen, sí son indemnizables en la medida en que se compruebe dentro del respectivo proceso su existencia y que son consecuencia de dicho incumplimiento; en palabras de la jurisprudencia:
“...el acreedor, entonces, cualquiera que sea la estirpe de la obligación: civil o comercial, tiene derecho a demandar, no sólo el reconocimiento de los perjuicios previamente cuantificados –lato sensu- por el legislador, sino también el de cualquiera otro daño que la mora de su deudor le hubiere generado, el cual queda situado al margen de la presunción consagrada por la ley respecto de los primeros, esto es en la periferia de los intereses, motivo por el cual ese daño mayor que se alega, debe ser acreditado en forma fehaciente”
 

(…)

5. Los intereses.

Con relación al  incumplimiento o el cumplimiento tardío de las obligaciones contraídas por las partes de un negocio jurídico, es bien sabido que los mismos irrogan perjuicios al acreedor, que están constituidos tanto por el daño emergente (pérdida que se produce de manera inmediata) como por el lucro cesante (ganancia o provecho que deja de reportarse), situación que es igualmente predicable de aquellos casos en los cuales la obligación incumplida es la de pagar una suma de dinero.

Así, cuando la obligación incumplida es de índole dineraria, la indemnización de perjuicios por la mora está constituida por el pago de intereses, tal y como lo determina el artículo 1617 del Código Civil, el cual establece las reglas aplicables a esta clase de indemnización, así: 

1. Si las partes han pactado un interés superior al legal, que es del 6% anual, se seguirá debiendo éste.

2. Si  no se ha pactado un interés superior al legal, empezarán a deberse los intereses legales salvo en aquellos casos en los que la ley autorice el cobro de los intereses corrientes.

3. El acreedor no tiene necesidad de justificar perjuicios cuando solo cobra intereses; basta el hecho del retardo.

4. Los intereses atrasados, no producen interés, en toda especie de rentas, cánones y pensiones periódicas.

Por su parte, el Código de Comercio en su artículo 884, modificado por el artículo 111 de la Ley 510 de 1999, estipula:
“Cuando en los negocios mercantiles haya de pagarse réditos de un capital, sin que se especifique por convenio el interés, éste será el bancario corriente; si las partes no han estipulado el interés moratorio, será equivalente a una y media veces del bancario corriente y en cuanto sobrepase cualquiera de estos montos el acreedor perderá todos los intereses, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990. 

Se probará el interés bancario corriente con certificado expedido por la Superintendencia Bancaria."
Dado que, como ya se dijo, los perjuicios contemplan tanto el daño emergente como el lucro cesante, en el caso de las obligaciones dinerarias también es así:

La primera clase de perjuicios –daño emergente-, la constituye el envilecimiento o depreciación monetaria que sufre la suma de dinero debida, por el sólo transcurso del tiempo, es decir que el daño emergente en tales casos está dado por los efectos de la inflación, que conducen a que esa suma debida corresponda, con el correr de los días y en términos reales, a un menor valor, de tal manera que pierde su poder adquisitivo; por ello, la manera de reconocer la indemnización de esta clase de perjuicio se da mediante la actualización o indexación de la suma debida de tal manera que, lo pagado en época posterior, equivalga en términos de poder adquisitivo de la moneda, a la suma debida desde una fecha pretérita.

En cuanto al lucro cesante, el mismo está constituido en estos casos por la pérdida de aquellos rendimientos que normalmente genera una suma de dinero o frutos civiles del mismo, y que corresponden a los intereses, y por ello el pago de éstos constituye la indemnización de perjuicios en dicha modalidad. 

En palabras de la doctrina, “Los ‘intereses’ son los frutos del dinero, lo que él está llamado a producirle al acreedor de obligación pecuniaria (sea de restituir, sea de pagar el precio de un bien o de un servicio), durante el tiempo que perdure la deuda, en cálculo sobre la base de una cuota o porcentaje del capital o ‘principal’
”
, acotando además, que se pueden destacar varias características de los intereses: su accesoriedad, puesto que la obligación de pagarlos depende de una obligación principal, sin la cual no surgen ni existen; su homogeneidad, puesto que son un bien fungible y consisten en algo de lo mismo; su periodicidad, ya que se devengan por unidades de tiempo, sean días, meses, años; y su proporcionalidad, ya que “...su medida corresponde al monto del principal”, y la “tasa o rata es un porcentaje del capital y, por lo mismo, el monto de los intereses resulta de multiplicar tal cuota o porcentaje por la cifra del capital y el número de unidades de tiempo que sean”.
Los intereses a su vez se dividen en remuneratorios y moratorios; los primeros corresponden al carácter puramente retributivo, “...son aquellos que se devengan durante el tiempo que media entre el surgimiento de la obligación y el día en que ha de cancelarse, y corresponden al beneficio o la ventaja que implica para el deudor tener a su disposición el dinero a él prestado o no tener que satisfacer aún el precio del bien o del servicio de que ya entró a disfrutar”, mientras que los segundos, “... cumplen la función de resarcimiento tarifado o indemnización de los perjuicios que se presume padece el acreedor por no tener consigo el dinero en la oportunidad debida...”. Teniendo en cuenta que el dinero es en sí mismo un bien productivo cuyos frutos son los intereses, “...cuando el acreedor no entra en posesión del dinero a él debido, se reconoce el perjuicio que injustamente está recibiendo con la mora del deudor; perjuicio que no será menor del interés legal, dispensado de la prueba, pero que puede ser superior, caso en el cual han de probarse su realidad y su cuantía”
  
La tasa del interés como retribución o compensación a cargo del deudor de una suma de dinero que corresponde al acreedor, por poder conservarla en su poder, puede tener en cuenta además del monto adeudado y el tiempo transcurrido, el costo puro del dinero, el costo o precio del riesgo y el índice de depreciación monetaria o inflación, y en tal caso su composición será mixta, tendrá una doble función, puesto que de un lado servirá como reconocimiento de los rendimientos de esa suma de dinero de la que se vio privado el acreedor, pero por otro lado, servirá para mantener el poder adquisitivo de la misma, es decir que operará a modo de indexación.

El interés legal, por su parte, es aquél previsto o impuesto por la ley, en contraposición al convencional, que es el acordado por las partes; para el caso de las obligaciones civiles, el Código Civil establece la tasa de interés en el 6% anual, como una tasa de interés pura, es decir sin el mencionado doble componente. 

En cambio, el Código de Comercio en su artículo 884 estipula que cuando en los negocios mercantiles hayan de pagarse réditos de un capital sin que las partes hubieran especificado el interés, éste será el bancario corriente, que es aquel que se acostumbra a cobrar en el comercio y que es certificado por la Superintendencia Bancaria, el cual además comporta en su cálculo estos dos componentes: rendimiento del dinero, y actualización; de allí que, en el caso de obligaciones sujetas al pago de esta clase de intereses, no haya lugar a la indexación de la suma debida, puesto que esa función la cumple la respectiva tasa de interés.  

Al respecto, la Sala ha dicho:
“Es de resaltar que la condena al pago de intereses remuneratorios y la corrección monetaria pueden acumularse, pues como lo ha considerado esta Sala, estos rubros ‘tienen causas diferentes: los intereses buscan compensar el perjuicio sufrido por la privación temporal del uso del capital, en tanto que la compensación por depreciación monetaria, según ZANNONI, se dirige a mantener indemne el patrimonio del acreedor que sufrirá menoscabo si recibiese como reparación el monto del daño en signo monetario envilecido. Se habla de intereses puros porque los bancarios corrientes llevan en su seno una parte que busca compensar la incidencia del fenómeno inflacionario. De allí que no sería equitativo revaluar y cobrar esa clase de intereses” 
 (negrillas fuera de texto)

Ahora bien, en materia de obligaciones surgidas de la contratación estatal, se observa que de conformidad con lo estipulado en el último inciso del artículo 150 de la Constitución Política, “Compete al Congreso expedir el estatuto general de contratación de la administración pública y en especial de la administración nacional”.

En desarrollo de dicha competencia, el Congreso de la República expidió la Ley 80 de 1993, Estatuto de Contratación de las Entidades Estatales, el cual en el numeral 8º del artículo 4º estipuló que “... en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado”, norma que fue reglamentada por el artículo 1º del Decreto 679 de 1994, el cual dispuso:
“ART. 1.- De la determinación de los intereses moratorios. Para determinar el valor histórico actualizado a que se refiere el artículo 4º, numeral 8º de la ley 80 de 1993, se aplicará a la suma debida por cada año de mora el incremento del índice de precios al consumidor entre el 1º de enero y el 31 de diciembre del año anterior. En el evento de que no haya transcurrido un año completo o se trate de fracciones de año, la actualización se hará en proporción a los días transcurridos”.

De acuerdo con las anteriores normas, es claro entonces que las partes en el contrato estatal están en libertad de pactar los intereses moratorios que se causarán en caso de incumplimiento de sus obligaciones y pueden, si así lo desean, acordar que la tasa sea la contemplada en el artículo 884 del Código de Comercio; pero si el contrato no estipula nada al respecto, entra a regir la previsión legal de la Ley 80 de 1993, la cual como quedó visto, contempla de un lado, la actualización de la suma debida, y de otro, la tasa de interés remuneratorio del 12% anual. 

Con relación a los intereses legales, esto es, los estipulados por la ley, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:
“3. Ahora bien, aunque la Corte ha registrado de tiempo atrás la necesidad de indexar –actualizar o revaluar- ciertas obligaciones que se ven afectadas por la inflación (cas. civ. de 24 de abril y noviembre 19 de 1979, entre otras, CLIX, págs. 107 y 321), a dicho reconocimiento no se le apareja que los Jueces puedan determinar libre y espontáneamente la manera como ese ajuste debe hacerse, pues al margen de las cláusulas que –según el caso- las partes válidamente pueden acordar con ese específico cometido, corresponde antes que todo verificar si el legislador, aun cuando no consagre expresamente el deber de corregir monetariamente determinada obligación, ha establecido una metodología especial que deba seguirse para preservar la capacidad de compra del dinero, ya que sólo en defecto de ella podrá el juzgador señalarla, claro está que con sujeción a los principios generales del derecho, como lo ha precisado de antaño esta Corporación. En otros términos, los mecanismos de revalorización de las obligaciones no pueden dejarse –en todos los eventos- al fuero del fallador, sino que deben responder, en línea de principio, a unas pautas o directrices de carácter legal o convencional que le confieran seguridad y certeza a las relaciones jurídicas.

A.
En efecto, centrada la atención en las pautas de orden legal, se advierten en el ordenamiento jurídico patrio algunas normas expedidas por el legislador, con la inequívoca, amén de explícita finalidad de precisar la manera como debe realizarse el reajuste monetario de una obligación, en orden a proteger el derecho de crédito en cabeza del respectivo acreedor. Así, por vía de ejemplo, el artículo 178 del Código Contencioso Administrativo, establece que el ajuste de las condenas, cuando a ello hubiere lugar, “sólo podrá determinarse tomando como base el índice de precios al consumidor, o al por mayor”; el inciso 2º del numeral 8º del artículo 4º de la Ley 80 de 1993 o Estatuto de la Contratación Administrativa, a su turno, señala que “en caso de no haberse pactado intereses moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado”; el artículo 97 del Código Penal, a su vez, establece un límite para la indemnización del daño derivado de la conducta punible, en función del salario mínimo legal; los artículos 1835 y 1881 del Código de Comercio, relativos a la responsabilidad del transportador aéreo, acuden al patrón oro, etc.
Del mismo modo, también tiene previsto el plexo normativo que algunas obligaciones dinerarias, desde que se contraen, deben “mantener su poder adquisitivo constante”, como sucede con las pensiones (inc. 5º art. 48 C. Pol.), o con aquellas que nacen de los contratos de mutuo celebrados para financiar la compra de vivienda, para las cuales se tiene previsto un régimen especial consagrado en la Ley 546 de 1999, que creó las Unidades de Valor Real, unidades de cuenta que deben reflejar la desvalorización de la moneda, en función de “la variación del índice de precios al consumidor” (art. 3º).


Estas expresiones normativas permiten advertir que, en tales casos, ab origine, se han consagrado mecanismos de actualización directos, como quiera que el débito, en sí, queda intrínsecamente sometido a un factor de ajuste temporal: IPC, UVR, salario mínimo, gramo oro, etc., al cual deberá sujetarse el juzgador al momento de proferir una condena en la que deba reconocerse la revalorización”
 (negrillas fuera de texto).
Es claro entonces, que existiendo una norma legal que estipula la forma de actualizar las sumas debidas y de pagar los intereses respecto de determinada clase de obligaciones, debe ser esa la que se aplique y no otra, cuando las partes del negocio jurídico, a pesar de estar autorizadas para pactarlos en forma diferente, han guardado silencio. 

La Sala también ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre el tema, tal y como lo hizo en providencia del 17 de mayo de 2001 (Expediente 13635) reiterada en sentencia del 7 de marzo de 2002
, en la cual se dijo: 

“En este orden de ideas, es perfectamente posible que las partes de un  contrato estatal pacten un interés moratorio superior o inferior al 12% anual, como nada impide que pacten una tasa igual o inferior al interés bancario corriente y como interés de mora el doble de éste, mientras se ajusten a las previsiones comerciales y penales, esto es, sin incurrir en el interés de usura (art. 111 Ley 510 de 1999).  Pero ante la ausencia de ese pacto, no será el art. 884 del C. de Co el aplicable sino el art. 4º ord. 8º de la Ley 80 de 1993, es decir, el 12% anual sobre el valor histórico actualizado.  

“La jurisprudencia ha sido prolija en señalar que no concurren la liquidación de intereses comerciales simples o de mora con la corrección monetaria o indexación, ya que la tasa de interés comercial lleva en su seno la corrección monetaria; pero sí puede concurrir la actualización cuando se condena al pago del interés legal civil (6% anual artículo 1617 C.C)
.  Lo anterior se explica en razón a la tasa: en Colombia la tasa del interés corriente bancario es más alta que la tasa legal (normalmente oscila en el 36% anual) porque en ella se incluye la devaluación”.
52. En el presente caso, el demandante adujo que sufrió perjuicios por el incumplimiento de una serie de obligaciones dinerarias a cargo de la entidad demandada, consistente en el no pago del valor de la totalidad de las actas de obra ejecutada, el no pago de los reajustes a las mismas y por concepto de los sobre costos que sufrió con ocasión de los periodos de suspensión del contrato. Para obtener la condena al pago de las sumas debidas y a la indemnización de los perjuicios reclamados, que en tal caso, como ya se dijo, presume la ley a través de los respectivos intereses moratorios, debía la parte actora comprobar la causa de los mismos, es decir los incumplimientos aducidos; y en cuanto a las pruebas aportadas tendientes a acreditar tales extremos, observa la Sala:

52.1. En primer lugar, que no pueden admitirse como pruebas de los incumplimientos contractuales y de los perjuicios derivados de los mismos, aquellos documentos que fueron unilateralmente elaborados por el demandante, toda vez que se trata únicamente de su afirmación en relación con hechos que carecen del necesario respaldo probatorio y que no pueden darse por ciertos con la sola manifestación de la parte actora, interesada en una decisión a su favor, ni puede decidirse únicamente con fundamento en su dicho. 

52.2. Igualmente, carecen de valor probatorio las copias de un supuesto contrato de mano de obra y de unos supuestos recibos de pago por el mismo concepto que aportó el demandante (fls. 87 a 89), en la medida en que no hay certeza de su procedencia, por cuanto tratándose de documentos privados provenientes de un tercero –del supuesto subcontratista-, no son auténticos
. 

52.3. El actor también aportó una serie de fotografías que se titulan como “material que quedó totalmente preparado y lavado (arenas) y que no se pudo colocar en los tanques” (fls. 94 a 97), en las que se ven algunas personas sosteniendo unas mangueras con las cuales, aparentemente, están mojando unos montículos de material arenoso, documento fotográfico del cual no hay certeza de cuándo, en dónde y por quién fueron tomadas las fotos y si corresponden a la descripción brindada por el demandante, lo que impide otorgarle el valor probatorio que éste pretende, puesto que sólo obra su afirmación en relación con lo que ellas reflejan. 
52.4. No existe reconocimiento testimonial de dichas fotos, ni otros medios de prueba con los que se puedan contrastar, de modo que no hay seguridad de que las fotografías aportadas correspondan a un material determinado (arena), que hubiera sido de propiedad del demandante y hubiera estado destinado a la obra objeto del contrato sobre el cual versa la presente litis, que no se haya podido instalar por razón de las suspensiones y que se hubiera extraviado por causas imputables a la entidad demandada; no se sabe, en consecuencia, quién tomó las fotos, cuándo, en dónde y a qué tipo de material corresponden; dadas las circunstancias descritas sobre los mismos, tales documentos no ofrecen ningún valor probatorio dentro del plenario.

53. De acuerdo con lo anterior, considera la Sala que no se acreditó en debida forma el perjuicio que el demandante adujo haber sufrido como consecuencia de la mayor permanencia en la obra, por los gastos derivados del stand by y de la mano de obra del equipo y el personal –maestro de obra y celador 24 horas- que supuestamente permanecieron en el sitio de los trabajos sin realizar tarea alguna, pues esa fue una afirmación que se quedó sólo en eso, sin soporte probatorio, del cual también carece la reclamación por concepto de pérdida de material. 

54. Por otra parte, en el plenario obra el dictamen pericial que se rindió en relación con los resultados de la ejecución contractual y los factores económicos del contrato, dictamen respecto del cual si bien no se pidió aclaración alguna ni fue objetado por las partes, sí observa la Sala que resulta incompleto y desarticulado, en cuanto los peritos no calcularon el monto total de obras ejecutado por el contratista con los respectivos reajustes, sino que calcularon, de un lado, la obra ejecutada correspondiente al contrato inicial. Y por aparte y en forma incompleta, las mayores cantidades de obra y las obras extras, sin cuantificar el monto total de las mismas ni los costos por reajustes, por considerar que según el contrato, estas obras debían realizase previa justificación calificada por el interventor y autorizada por el municipio y como los peritos no encontraron tales requisitos, procedieron “(…) a realizar las actas parciales Nos: 01, 02 y 03 (cuadros 1, 2, 3 y 4) sin tener en cuenta tales obras extras; así mismo procedimos para determinar las obras ejecutadas con posterioridad al acta No. 03 (cuadro No. 5); considerando los datos anteriores, calculamos la obra total ejecutada según el contrato inicial (cuadro No. 6), la liquidación la haremos con respecto a esta información”. Y en seguida manifestaron que relacionaban en los cuadros 7, 8 y 9 las mayores cantidades de obra realizadas y que “(…) el procedimiento recomendado a seguir será que el interventor justifique estas obras ante el Municipio de La Florida y este a su vez autorice el reconocimiento del pago a favor del contratista; en este caso se deberá incluir los reajustes y los intereses correspondientes, liquidados tal como en este informe se procede con las actas de obra”. 

55. Es decir que los peritos, en realidad, hicieron unos cálculos parciales e incompletos en relación con la cantidad real de obra ejecutada, entre contractual, mayor cantidad y obra adicional, a pesar de existir, como ya se vio, actas de obra parcial 01, 02 y 03, suscritas por el interventor, como lo establecía el contrato en su cláusula tercera (fl. 22) y contentivas de toda la obra ejecutada hasta ese momento. Estima la Sala que no les correspondía a los peritos hacer tal distinción para abstenerse de efectuar los cálculos correspondientes y que esa omisión, en vez de facilitar la liquidación del contrato a la que hay lugar, la dificulta. No obstante, se tendrán en cuenta los cuadros elaborados por los peritos en lo que resulten útiles para efectos de realizar dicha liquidación  (fls. 195 a 281, cdno. 1). 
56. Teniendo en cuenta el acervo probatorio valorado según las anteriores consideraciones, la Sala procede a liquidar el contrato en los siguientes términos:

LIQUIDACIÓN CONTRATO NUMERO 019 

DEL 12 DE NOVIEMBRE DE 1997

VALOR INICIAL DEL CONTRATO                                              $ 147 797 514,oo

VALOR OBRA EJECUTADA
                                                     $  121 935 260,21

VALOR ANTICIPO ENTREGADO                                                $ 73 898 757,oo

VALORES PAGADOS Y PENDIENTES DE PAGO A FAVOR DEL CONTRATISTA
:

ACTA PARCIAL DE OBRA 01: 28 de febrero de 1998

VALOR                                                                                  $ 35 178 671,oo

AMORTIZACION ANTICIPO                                                 $ 17 589 336,oo

SALDO A FAVOR CANCELADO AL CONTRATISTA           $ 17 589 336,oo

ACTA PARCIAL DE OBRA 02: 31 de marzo de 1998                                                    

VALOR                                                                                   $ 30 245 953,oo

AMORTIZACIÓN ANTICIPO                                                 $ 15 122 977,oo      
    SALDO A FAVOR CANCELADO AL CONTRATISTA           $ 15 122 977,oo

ACTA PARCIAL DE OBRA 03: 31 de julio de 1998
VALOR                                                                                   $ 43 596 023,oo

AMORTIZACIÓN ANTICIPO                                                  $ 21 798 012,oo

SALDO A FAVOR DEL CONTRATISTA                                $ 21 798 012,oo

SALDO CANCELADO AL CONTRATISTA                            $   3 200 000,oo

SALDO PENDIENTE DE PAGO                                            $ 18 598 012,oo

ACTA FINAL DE OBRA 04
: 30 de noviembre de 1998
VALOR                                                                                   $ 15 268 218,76   

AMORTIZACION ANTICIPO                                                  $ 7 634 109,38

SALDO PENDIENTE DE PAGO 

A FAVOR DEL CONTRATISTA                                            $  7 634 109,38

VALOR ANTICIPO AMORTIZADO                                        $ 62 144 434,38 

SALDO PENDIENTE POR AMORTIZAR                              $ 11 754 322,62

REAJUSTES
:  

ACTA DE REAJUSTE DE OBRA No. 01

Po 
= valor del acta de recibo n.o 01 
=
$ 35 178 671

I
= índice del mes de febrero/98
=
597.46

Io   
= índice del mes de noviembre/97    =
567,64 

Pr
= 597.46/567.64 [35.178.671(1-0.50)]

Pr
= $ 18 513 361

Reajuste = Pr – Pn

Pr 
= valor reajustado del acta respectiva

Pn
= valor neto del acta respectiva, es decir descontando el monto de amortización del anticipo.

Reajuste
=  18 513 361 - 17 589 336 = 924 025,oo

Reajuste
= $  924 025,oo            

ACTA DE REAJUSTE DE OBRA No. 02

Po 
= valor del acta de recibo n.o 02 
=
$ 30 245 953

I
= índice del mes de marzo/98
=
600.95

Io   
= índice del mes de noviembre/97    =
567,64 

Pr
= 600.95/567.64 [30.245.953(1-0.50)]

Pr
= 16 010 416

Reajuste = Pr – Pn

Pr 
= valor reajustado del acta respectiva

Pn
= valor neto del acta respectiva, es decir descontando el monto de amortización del anticipo.

Reajuste
=  16 010 416 – 15 122 977 = 887 439

Reajuste
= $ 887 439,oo 

ACTA DE REAJUSTE DE OBRA No. 03

Po 
= valor del acta de recibo n.o 03 
=
$ 43 596 023

I
= índice del mes de julio/98

= 607.40

Io   
= índice del mes de noviembre/97    =
567,64 

Pr
= 607.40/567.64 [43 596 023 (1-0.50)]

Pr
= 23 324 840

Reajuste = Pr – Pn

Pr 
= valor reajustado del acta respectiva

Pn
= valor neto del acta respectiva, es decir descontando el monto de amortización del anticipo.

Reajuste
= 23 324 840 –21 798 012 = 1 526 828

Reajuste
= $ 1 526 828,oo




















ACTA DE REAJUSTE DE OBRA No. 04

Po 
= valor del acta de recibo n.o 04 
=
$ 15 268 218,76   

I
= índice del mes de noviembre/98
= 630

Io   
= índice del mes de noviembre/97    =
567.64 

Pr
= 630/567.64 [15 268 218,76   (1-0.50)]

Pr
= 8 472 780,12

Reajuste = Pr – Pn

Pr 
= valor reajustado del acta respectiva

Pn
= valor neto del acta respectiva, es decir descontando el monto de amortización del anticipo.

Reajuste
=  8 472 780,12 – 7 634 109,38 = 838 670,74

Reajuste
= $ 838 670,74





MONTO TOTAL DEBIDO POR ACTA DE REAJUSTES: $ 4 176 962,74



SALDO TOTAL A FAVOR DEL CONTRATISTA: $ 30 409 084,2

MENOS ANTICIPO SIN AMORTIZAR:

30 409 084,2 – 11 754 322,62 = 18 654 761,5

SALDO A FAVOR DEL CONTRATISTA: $ 18 654 761,5

La anterior suma, será actualizada
 con base en los índices de precios al consumidor certificados por el DANE, conforme a la fórmula usualmente utilizada por la jurisdicción contencioso administrativa para ello: 

Ca =  Ch x  Indice final

                  Indice inicial

(Ca= capital actualizado; Ch= capital histórico)

Ch = $ 18 654 761,5
Indice inicial = IPC vigente para la fecha en la que se debió efectuar la liquidación del contrato: 3 de noviembre de 1998. 

Indice final = IPC vigente a la fecha de la presente sentencia.

Ca = $ 18 654 761,5 x   108.5 (septiembre/2011)


                              51,71 (noviembre /1998)

Ca = $ 39 142 170,23
VALOR ACTUALIZADO A FAVOR DEL CONTRATISTA: $ 39 142 170,23
INTERESES MORATORIOS: 

Se reconocerán  a una tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico actualizado
, en aplicación de lo dispuesto por el num. 8º del artículo  4º de la Ley 80 de 1993  y el art. 1º del Decreto 679 de 1994:
Intereses moratorios por acta parcial de obra 03: 
	Período 
a liquidar 
	Capital histórico por período
	IPC
	Valor actualizado


	Tasa 

de interés
	Interés Moratorio

	31 de julio a 31 de diciembre de 1998
	18 598 012
	17,68
	21 886 140,52    
	5%
	1 094 307

	1 de enero a 31 de diciembre de 1999
	21 886 140,52    
	16.70
	25 541 125,98
	12%
	3 064 935,11

	1 de enero a 31 de diciembre de 2000
	25 541 125,98
	9,23
	27 898 571,9
	12%
	3 347 828,62

	1 de enero a 31 de diciembre de 2001
	27 898 571,9
	8,75
	30 339 696,9
	12%
	3 640 763,62

	1 de enero a 31 de diciembre de 2002
	30 339 696,9
	7,65
	32 660 683,7
	12%
	3 919 282

	1 de enero a 31 de diciembre de 2003
	32 660 683,7
	6,99
	34 943 665,49
	12%
	4 193 239,85

	1 de enero a 31 de diciembre de 2004
	34 943 665,49
	6,5
	37 215 003,74
	12%
	4 465 800,44

	1 de enero a 31 de diciembre de 2005
	37 215 003,74
	5,5
	39 261 828,94
	12%
	4 711 419,47

	1 de enero a 31 de diciembre de 2006
	39 261 828,94
	4,85
	41 166 027,64
	12%
	4 939 923,3

	1 de enero a 31 de diciembre de 2007
	41 166 027,64
	4,48
	43 010 265,64
	12%
	5 161 231,87

	1 de enero a 31 de diciembre de 2008
	43 010 265,64
	5,69
	45 457 549,75
	12%
	5 454 905,9

	1 de enero a 31 de diciembre de 2009
	45 457 549,75
	7,67
	48 944 143,75
	12%
	5 873 297,25

	1 de enero a 31 de diciembre de 2010
	48 944 143,75
	2,00
	49 923 026,62
	12%
	5 990 763,19

	1 de enero a 26 de octubre de 2011
	49 923 026,62
	3,17
	51 505 586,56
	10%
	5 150 558,65


Valor total intereses acta parcial de obra n.o 1: SESENTA Y UN MILLONES OCHO MIL DOSCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS 72/100 ($ 61 008 256,72).

Intereses moratorios por acta final de obra 04: 
	Período 
a liquidar 
	Capital histórico por período
	IPC
	Valor actualizado


	Tasa 

de interés
	Interés Moratorio

	30 de noviembre a 31 de diciembre de 1998
	7 634 109,38
	17,68
	8 983 819,91    
	1%
	89 838,19

	1 de enero a 31 de diciembre de 1999
	8 983 819,91    
	16.70
	10 484 117,83
	12%
	1 258 094,13

	1 de enero a 31 de diciembre de 2000
	10 484 117,83
	9,23
	11 451 801,83
	12%
	1 374 216,21

	1 de enero a 31 de diciembre de 2001
	11 451 801,83
	8,75
	12 453 834,49
	12%
	1 494 460,13

	1 de enero a 31 de diciembre de 2002
	12 453 834,49
	7,65
	13 406 552,82
	12%
	1 608 786,33

	1 de enero a 31 de diciembre de 2003
	13 406 552,82
	6,99
	14 343 670,82
	12%
	1 721 240,49

	1 de enero a 31 de diciembre de 2004
	14 343 670,82
	6,5
	15 276 009,42
	12%
	1 833 121,13

	1 de enero a 31 de diciembre de 2005
	15 276 009,42
	5,5
	16 116 189,93
	12%
	1 933 942,79

	1 de enero a 31 de diciembre de 2006
	16 116 189,93
	4,85
	16 897 825,14
	12%
	2 027 739

	1 de enero a 31 de diciembre de 2007
	16 897 825,14
	4,48
	17 654 847,7
	12%
	2 118 581,72

	1 de enero a 31 de diciembre de 2008
	17 654 847,7
	5,69
	18 659 408,53
	12%
	2 239 129

	1 de enero a 31 de diciembre de 2009
	18 659 408,53
	7,67
	20 090 585
	12%
	2 410 870,21

	1 de enero a 31 de diciembre de 2010
	20 090 585
	2,00
	20 492 396,7
	12%
	2 459 087,6

	1 de enero a 26 de octubre de 2011
	20 492 396,7
	3,17
	21 142 005,67
	10%
	2 537 040,68


Valor total intereses acta final de obra n.o 4: VEINTICINCO MILLONES CIENTO SEIS MIL CIENTO CUARENTA Y SIETE PESOS 61/100 ($ 25 106 147,61).
Intereses moratorios por acta de reajustes
:

	Período 
a liquidar 
	Capital histórico por período
	IPC
	Valor actualizado


	Tasa 

de interés
	Interés Moratorio

	20 de septiembre a 31 de diciembre de 1998
	4 176 962,74
	17,68
	4 915 449,74
	3%
	147 463,49

	1 de enero a 31 de diciembre de 1999
	4 915 449,74
	16.70
	5 736 329,74
	12%
	688 359,56

	1 de enero a 31 de diciembre de 2000
	5 736 329,74
	9,23
	6 265 792,97
	12%
	751 895

	1 de enero a 31 de diciembre de 2001
	6 265 792,97
	8,75
	6 814 049,85
	12%
	817 685,98

	1 de enero a 31 de diciembre de 2002
	6 814 049,85
	7,65
	7 335 324,66
	12%
	880 238,95

	1 de enero a 31 de diciembre de 2003
	7 335 324,66
	6,99
	7 848 063,66
	12%
	941 767,63

	1 de enero a 31 de diciembre de 2004
	7 848 063,66
	6,5
	8 358 187,66
	12%
	1 002 982,51

	1 de enero a 31 de diciembre de 2005
	8 358 187,66
	5,5
	8 817 887,66
	12%
	1 058 146,51

	1 de enero a 31 de diciembre de 2006
	8 817 887,66
	4,85
	9 245 555,21
	12%
	1 109 466,62

	1 de enero a 31 de diciembre de 2007
	9 245 555,21
	4,48
	9 659 756
	12%
	1 159 170,72

	1 de enero a 31 de diciembre de 2008
	9 659 756
	5,69
	10 209 396
	12%
	1 225 127,52

	1 de enero a 31 de diciembre de 2009
	10 209 396
	7,67
	10 992 456,67
	12%
	1 319 094,8

	1 de enero a 31 de diciembre de 2010
	10 992 456,67
	2,00
	11 212 305,67
	12%
	1 345 476,68

	1 de enero a 26 de octubre de 2011
	11 212 305,67
	3,17
	11 567 735,67
	10%
	1 156 773,56


Valor total intereses por acta de reajustes: TRECE MILLONES SEISCIENTOS TRES MIL SEISCIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS 94/10 ($ 13 603 649,94).
Valor total intereses: NOVENTA Y NUEVE MILLONES SETECIENTOS DIECIOCHO MIL CINCUENTA Y CUATRO PESOS 27/100 ($ 99 718 054,27).

VALOR TOTAL A FAVOR DEL CONTRATISTA: CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA MIL DOSCIENTOS VEINTICUATRO PESOS 50/100 ($138 860 224,50).

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A 

REVÓCASE la sentencia de primera instancia, esto es la proferida por el Tribunal Administrativo de Nariño el 20 de abril de 2001. En su lugar, se dispone:

PRIMERO: DECLÁRASE el incumplimiento contractual del municipio de la Florida respecto del contrato de obra pública n.o 019 del 12 de noviembre de 1997 celebrado con Jesús Alberto Garzón Barahona.

SEGUNDO: CONDÉNASE al municipio de La Florida a pagar a favor de Jesús Alberto Garzón Barahona la suma de CIENTO TREINTA Y OCHO MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA MIL DOSCIENTOS VEINTICUATRO PESOS 50/100 ($138 860 224,50), a título de indemnización de perjuicios.

TERCERO: NIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: DÉSE cumplimiento a lo dispuesto en este fallo, en los términos indicados en los artículos 176 y 177 del C.C.A.   

QUINTO: EXPÍDANSE para el cumplimiento de esta sentencia copias con destino a las partes por intermedio de sus apoderados y a quien sea competente para ejercer las funciones de ministerio público frente a la entidad demandada, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 1995. Las copias destinadas a la parte demandante serán entregadas con constancia de ejecutoria al apoderado judicial que la ha venido representando.

SEXTO: DEVUÉLVASE, en firme este proveído, el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.
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STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidente
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RUTH STELLA CORREA PALACIO
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DANILO ROJAS BETANCOURTH

� Al efecto cabe tener en cuenta que según la estimación del actor, los perjuicios materiales cuya indemnización reclama, ascienden a la suma de $ 67 490 679,oo, (fl. 18, cdno. 1), suma superior a la exigida a la fecha de la presentación de la demanda (15 de febrero de 1999)  para que el proceso fuese de doble instancia ($ 18 850 000,oo).


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de mayo de 1995, expediente 8118, C.P. Juan de Dios Montes Hernández; sentencia del 13 de julio de 1993, expediente 8163, C.P. Juan de Dios Montes Hernández; Corte Constitucional, sentencia C-333 del 1º de agosto de 1996, C.P. Alejandro Martínez Caballero.


� Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, Tomo III-A, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 3ª ed., 1992, pg. 351.


� [39] “Nótese también que el plazo ha sido un factor regulado dentro de las normas que tratan de los criterios de selección para la adjudicación en los procesos de contratación pública; así el artículo 33 del Decreto ley 222 de 1983, en el inciso segundo del artículo 33, lo establecía como unos de los factores a tener en cuenta en la evaluación de las propuestas; igualmente, en el inciso segundo del artículo 29 de la Ley 80 de 1993, se preveía como factor de escogencia, con la advertencia de que no podía ser el único para determinar las favorabilidad, e incluso “El menor plazo que se ofrezca inferior al solicitado en los pliegos, no será objeto de evaluación”; sin embargo, esta disposición fue derogada la Ley 1150 de 2007 (art. 32), la cual en su artículo 5 rediseñó el principio – deber de selección objetiva de la oferta más favorable”.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 20 de noviembre de 2008, expediente 17031, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de noviembre de 2007, expediente 32966, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 29 de agosto de 2007, expediente 15469, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 28 de septiembre de 2006, expediente 15307, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de junio de 2009, expediente 16495, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� [12] Sentencia del 13 de mayo de 1988, Expediente 4303, M.P.: Carlos Betancur Jaramillo. También se puede consultar Sentencia del 28 de octubre de 1994, Expediente 8092, actor: Agenor García; M.P.: Carlos Betancur Jaramillo; en esta, la Sala se refirió a la obligación contractual de la Administración de pagar una vez se ejecuten las obras y se elaboren las respectivas actas, la cual resulta ser una obligación fundamental de la entidad, que obviamente, al contratar debe prever la forma en que realizará el pago; por lo tanto, no cabe hablar de imprevisión, cuando el pago depende del giro de fondos por parte del BID. 


� “Art. 1546.- En los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria en caso de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado. // Pero en tal caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio, o la resolución o el cumplimiento del contrato con indemnización de perjuicios”.


� De acuerdo con lo establecido en el artículo 62 del Código de Régimen Político y Municipal –Ley 4 de 1913-, los plazos de meses se computan según el calendario. 


� Pasada la primera suspensión de 12 días, el contrato se habría reanudado el 12 de enero de 1998. A partir de esta fecha y hasta la siguiente suspensión, que se produjo el 31 de marzo de 1998, habrían transcurrido 2 meses y 19 días del plazo contractual. Pasada la segunda suspensión de 30 días, la reanudación se habría producido el 30 de abril de 1998. A partir de esta fecha y hasta la siguiente y última suspensión, que consta en el acta n.o 3 del 26 de agosto de 1998, habrían transcurrido 3 meses y 26 días, con lo cual, evidentemente, ya habría corrido todo el plazo de ejecución del contrato y éste estaría vencido, siendo imposible una nueva suspensión.  


� La reanudación de la primera suspensión se habría dado el 20 de enero de 1998 y hasta la fecha de la segunda suspensión, el 31 de marzo, habrían transcurrido 2 meses y 10 días del plazo contractual; pasada la segunda suspensión de 68 días contados a partir de aquella fecha y dándose por lo tanto la reanudación del contrato el 8 de junio como lo afirmó el demandante (fl. 6), para la fecha de la tercera suspensión, 26 de agosto, habrían transcurrido otros 2 meses y 18 días de ejecución del plazo inicial del contrato, que fue de 5 meses y medio.  


� Se observa que, en el presente caso, según el testimonio del interventor del contrato, el contratista cumplió la programación de las obras, no presentó atrasos en sus trabajos y la calidad de la obra recibida en las actas 01, 02 y 03, fue buena (ver párrafo 17.5). 


� “Obligaciones de dar una suma de dinero, obligaciones pecuniarias, obligaciones dinerarias: de todas estas maneras se denomina a aquellas obligaciones cuya prestación consiste en dar-entregar (transferir) una cantidad de unidades monetarias (…)”,Hinestrosa, Fernando, “Tratado de las Obligaciones”, Universidad Externado de Colombia, 1ª ed., 2002, pg. 146.


� “Bien puede sostenerse que es este un caso sobresaliente, por no decir el único, de presunción, y de derecho, de la ocurrencia de un perjuicio. En los eventos ‘normales’ de responsabilidad por incumplimiento de obligación, sobre el acreedor víctima pesa la carga de probar, tanto el perjuicio en sí, como su magnitud. Acá, por lo mismo que se estima que ‘el dinero fructifica de suyo’, el acreedor que va por los intereses moratorios está dispensado de demostrar que efectivamente sufrió un quebranto y el monto de él. Otra cosa es si opta por la indemnización ordinaria,caso en el cual, al dejar de lado la ventaja que le otorga el ordenamiento (arts. 1617 c.c. y 884 c. co.), habrá de probar lo uno y lo otro, y obtendrá sino aquello que resulte demostrado en el proceso”. Hinestrosa, Fernando, op. cit., pg. 165. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 24 de febrero de 2005, expediente 21120, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� [1] “Art. 1617 C.C.C., art. 884, C.Co.; art. 4o, num. 8o, Ley 80 de 1993”


� [2] “Sentencia del 19 de noviembre de 2001, Sala Civil Corte Suprema de Justicia, expediente 6094”.


� [4] ‘Los intereses son aquellas prestaciones accesorias homogéneas respecto de la prestación principal, que se agregan a esta por efecto del transcurso del tiempo y que se calculan en una cuota de ella’. F. FERRARA JR. citado por LIBERTINI, Interessi, cit., nota I. ‘Ese medio de producción tiene dos aspectos correlativos: negativo uno y positivo el otro. El primero es la renuncia que hace el dueño a consumir su capital durante cierto tiempo. –El interés no es otra cosa que lo que se paga por la disponibilidad del capital, el cual, dentro de los factores de la oferta y la demanda del capital disponible, se halla determinado por el tiempo que se preste y por una prima de compensación a los riesgos inherentes al préstamo’: Sala Plena. Sentencia de 25 de febrero de 1937, XLIV, 615.


� [5] “HINESTROSA, Fernando; Tratado de las Obligaciones; Universidad Externado de Colombia, 2002, pg. 162”.


� [6] “Op. cit., pgs. 164 y 165”.


�[7]  “Esta posición se reiteró en sentencia del 10 de mayo de 2001 – Exp. 12719”.


� [8] “Sentencia S-216 de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia del 19 de noviembre de 2001, Expediente 6094”.


� [9] “Radicación número: 25000-23-26-000-1995-1425-01(17785)”


� [10] “En la sentencia del 7 de marzo de 1980, Exp. 5322 la Sala consideró que “si a un crédito reajustado en función de la depreciación sufrida entre la fecha en que se causó la obligación y el pago, se le suman intereses corrientes bancarios, se originaría un enriquecimiento sin causa, porque, esta clase de interés incluye un “plus” destinado a recomponer el capital.


No se excluyen entre sí los rubros de devaluación e intereses puros puesto que tienen causas diferentes: Los intereses buscan compensar el perjuicio sufrido por la privación temporal del uso del capital (lucro cesante), en tanto que la compensación por depreciación monetaria se dirige a mantener indemne el patrimonio del acreedor que sufriría menoscabo si recibiese como reparación el monto del daño originado en signo monetario envilecido (daño emergente). Se habla de intereses puros porque los bancarios corrientes llevan en su seno una parte que busca compensar la incidencia del fenómeno inflacionario. Por eso no sería equitativo revaluar y cobrar esta clase de intereses. (…)”. En igual sentido la sentencia del 6 de agosto de 1987, Exp. 3886”. 


� El artículo 252 del C. de P.C. -modificado por el Decreto 2282 de 1989- vigente para la época de presentación de la demanda, establecía que “Es auténtico un documento cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado. El documento público se presume auténtico, mientras no se compruebe lo contrario mediante tacha de falsedad.// El documento privado es auténtico en los siguientes casos: // 1. Si ha sido reconocido ante el juez o notario, o si judicialmente se ordenó tenerlo por reconocido. // 2. Si fue inscrito en un registro público a petición de quien lo firmó. // 3. Si habiéndose aportado a un proceso y afirmado estar suscrito, o haber sido manuscrito por la parte contra quien se opone, ésta no lo tachó de falso oportunamente, o los sucesores del causante a quien se atribuye dejaren de hacer la manifestación contemplada en el inciso segundo del artículo 289. // Esta norma se aplicará también a las reproducciones mecánicas de la voz o de la imagen de la parte contra quien se opone en el nuevo proceso, o en la diligencia de reconocimiento de que trata el artículo 274. // 4. Si fue reconocido implícitamente de conformidad con el artículo 276. // 5. Si se declaró auténtico en providencia judicial dictada en proceso anterior, con audiencia de la parte contra quien se opone en el nuevo proceso, o en la diligencia de reconocimiento de que trata el artículo 274 (…)”.





� Resultante de sumar la “obra total ejecutada según contrato inicial” más las obras adicionales y extras, que calcularon por aparte los peritos (fls. 198, 231 –cuadro 6-, 235 –cuadro 7-y 239 –cuadro 11-).


� Los valores de las actas parciales de obra 01, 02 y 03 y los pagos efectuados por estos conceptos, corresponden a la copia auténtica de tales actas que obra en el expediente (fls. 41 a 52) y al informe de interventoría de la obra allegado al plenario por la entidad demandada (fl. 132); los valores del acta 04, corresponden a la sumatoria del cálculo efectuado por los peritos respecto de las obras ejecutadas según contrato inicial posterior al acta n.o 03: $ 7 758 265,51 (fl. 227) y las mayores cantidades de obra posteriores a esta misma acta: $ 848 097,65 (fl. 238) mas las obras adicionales que según los peritos estaban sin legalizar y cuya sumatoria da un valor de $ 5 101 855,60 (fl. 239).  


� Las actas sólo hacen referencia al mes, pero se tomará el último día del mismo, para efectos de la liquidación.


� Resultante de la sumatoria del cuadro n.o 5 elaborado por los peritos denominado “obras ejecutadas según contrato inicial posterior al acta No. 03 (medida por peritos)” el cual arrojó un valor de $ 7 758 265,51 (fl. 227), el cuadro n.o 9 del dictamen pericial contentivo de “mayores cantidades de obra posteriores al acta No. 03” por valor de $ 848 097,65 (fl. 238), el cuadro n. o 10 “Relación de suministros (confirmados en obra)” por valor de $ 1 560 000,oo y el cuadro n.o 11 del mismo dictamen, en el que se efectuó la “relación de obras adicionales (falta legalizar)”, cuya suma dio como resultado $ 5 101 855,60 (fl. 239).  


� Según acta de reajuste suscrita por el contratista y el interventor el 20 de septiembre de 1998 en relación con las actas de obra 01, 02 y 03 (f. 61), el proyecto de acta de reajuste final elaborada por el contratista (fl. 64) y el valor del acta final de obras n.o 4 contenida en la presente liquidación, teniendo en cuenta lo dispuesto en el parágrafo dos de la cláusula sexta del contrato: “El reajuste o revisión de precios se hará respecto a los valores de las cantidades de obra entregadas por EL CONTRATISTA y recibidas por EL MUNICIPIO de conformidad con las actas que para tal efecto se levanten. Dicha revisión o reajuste se aplicará al valor total de la obra que se registre en cada acta, tomando como factor para ello la variación del índice de precios de la construcción en la cuidad de Pasto para cada mes, suministrada por Camacol seccional Pasto” y la fórmula de reajuste e índices de Camacol: Pr = I/Io [Po (1-% anticipo)]. Indices: noviembre de 1997 (fecha de celebración del contrato): 567.64 (fl. 76), febrero de 1998 (primera acta de obra): 597.46 marzo de 1998 (segunda acta de obra): 600.95 (fl. 77), julio de 1998 (tercera acta de obra): 607.40 (fl. 78) y noviembre de 1998 (4ª acta de obra): 632,47 (fl. 203).   


� La actualización de la suma debida así como el cálculo de los intereses moratorios, se harán a partir de la fecha en la que debió efectuarse la liquidación del contrato, que según su cláusula veintiuno, debió llevarse a cabo dentro de los 15 días hábiles siguientes a la entrega final de la obra; pero dado que en el presente caso la misma no se produjo, el plazo para liquidar se contabilizará a partir de la fecha en la que se terminó el contrato, esto es, el 11 de octubre de 1998, teniendo en cuenta que el plazo contractual que restaba por contabilizar luego de la última suspensión -el 26 de agosto, por un lapso de 30 días-, era de 15 días. En consecuencia, el contrato se debió liquidar antes del 3 de noviembre de 1998 y por lo tanto, será a partir de esta fecha que se calcularán la actualización y los intereses de mora.


� Decreto 679, art. 1º: “Para determinar el valor histórico actualizado a que se refiere el artículo 4º, numeral 8º de la Ley 80 de 1993, se aplicará a la suma debida por cada año de mora el incremento del índice de precios al consumidor entre el 1º de enero y el 31 de diciembre del año anterior. En el evento de que no haya transcurrido un año completo o se trate de fracciones de año, la actualización se hará en proporción a los días transcurridos”.


� Suscrita entre el contratista y el interventor el 20 de septiembre de 1998 (f. 61).





